
I'ODfH JUDICIAL DE LA FEDER/\OÓN 

Juicio de amparo indirecto 1:171/2013 roll'.\!•8' 

•• 

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL 

En la Ciudad de México, Distrito Federal, a las once horas del treinta 

y uno de enero de dos mil catorce, fecha y hora sel'íaladas para la 

celebración de la audiencia constitucional (foja 218) de prueL1as, alegatos y 

sentencia prevista en el artículo 124 de la Ley de Amparo, en los autos del 

juicio de amparo indirecto número 1371/2013, promovido por Ana l_orena 

Dei~Jadillo Péwz, en representación de Fundación para la Justicia y el 

Estado Democrático dt: Derecho, A.C., contra actos del lnstít!:jJo Federal 

de A~;ceso a la lríforni'ad9rl Púlilida y Protección de Datos Personales, 
!\, l¡_·: \. __ \:1: ?< _)+ "..\ .,,;> ,, ' '"i_l; _,;:-~ ,-_·::· ' ' ' ..... ~:. 

ante la pre¡¡ehpii'\ judicial de Fernando SijV<f c;iíircía, Juez,Octavo de Distrito 
---\:_' __ 'í ··- ' ' -'-'_'' ___ :-_-' '·". <::..::-'• 

en Materia''Administrativa en .el Dk?Jrito Federal, quien actúa con José 

Sebasti~n Gómez' Sám~no, S~cietarlo que autortzaycJa fe, se procedió a 

su celebrac::iónsi~ '1~ asistenciá ~er¡¡~~aide' las parte~ ni ele sus autorizados . 
• , ·-: '' ,i ' --_ ,, "·-' ,.:-- ':. --,-- ' 

' ' " 

Abierta' I<J <Jud.i~n,~i~; yl $(3cry¡an6 hace \8li'\ción de las constancias 

que integran. los autos del juicio de arnparo, de las que se advierten los 

siguiélll<:J&.}J .. g¡tos geq$fa'le$/ ; '., • 
';, ,, ' ,, -/·:,>, 

' '•, \', ',', ", :~ 

.·1J A~toridad:~ res~()n~abl~~: lns;'rt~;tb' P:e8eral de Acceso a la 
" ' ' ,._, ' ' ' ' ' ' ' ' ' "- ., '<" ·!;. {>._) ,';¡ ', 'i 

lnforroa;i6A P\.)~li9~'.y F'fbte6ciÓh '!J~;, batos Persop¡¡¡IE)§ (nótificado a fojas 
\'':-:·_·:¡; i:.<' ,\: >')·<,. -. --, :,:;:>::' ' 223) .. 

' ,_ "'! 

2) . recl~rriados: !á:. resolUciÓn del recursof~e )évisión RDA 

2~8612~1s E)rnitida en sesión ;dy 1'd~~odyb,re de 2o1á' .. Zi\ que confirmó la 
'·._,' :':<>.. -":,,, _:· ·,~ -, ' : ' ;\' '-.--.,_ ----' '' ' \ 

clasificación de .la reserva. de información que solicitÓ a la Procuraduría 
,',,, •'/-v .• , )-;' ·,; ': ·' <·, ;"' }- -' .: ,<,'', ,/ 

Gener~ld€JI.a Rep~~lic~, .cor\sisÍente ('ln div#rsas él~erigGclciones previas. 
,_ ' ' --· --- '"'' " ,. " " 

3) Terc~ro. i.nteresadC!: .. Procuraduría General de la Rep(¡blica 

(notificado a fojas 224). 

Asimismo, el Secretario da cuenta con el oficio re~Jistrado on e! libro ele 

correspondencia de este juzgado con el número 1591, signado por el Agente 

dd Mi!Jiste[io PÚbliÓp qe lá Federad.ón .~n queformula pedimento, así corno 

con la pron~oción 159l suscrita porptute de la Pr·~cur~~uría General de la 

F~epública en que formula aleqatos. 

El Juez de Distrito acuerda: téngase por hecha la relación que 

antecede para los efectos legales procedentes. "" 

Por otra parte, en cuanto al pedimento del Ministerio P(lblico, visto su 
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Abierto el período de pruebas: el Secretario hace relación de las 

siguientes: 

1) Pruebas de la parte quejosa: ofreció diversas documentales (fojas 

69 a 217); y un disco compacto ("instrumento informático"). 

2) Pruebas de la autoridad responsable: ofreció diversas 

documentales (mismas que obran en sobre cerrado y por cuerda separada). 

3) Pruebas de la tercera perjudicada: ofreció la resolución de 1 de 

octubre de 2013 emitida por los comisionados del Instituto Federal de Acceso 

a la Información y Protección de Datos. 

El Juez de Distrito acuerda: con fundamento en los artículos 123 y 

124 de la Ley de Amparo se tienen por ofrecidas, admitidas y desahogadas 

las pruebas, las cuales serán valoradas en el momento de dictar sentencia. 

Se cierra el período de pruebas y se abre el de alegatos: en el que 

el Secretario hace constar que la Procuraduría General de la República sí los 

realizó. 

El Juez de Distrito acuerda: téngase por hecha la constancia 

secretaria! que antecede para los efectos legales procedentes. 

Cerrado el período de alegatos: el Secretario hace constar que el 

Agente ciel Ministerio Público ele la Federación (notificado a fojas 225) 

adscrito sf formuló pedimento en esta audiencia constitucional. 

El Jue:z de Distrito acuerda: con fundamento en el artículo 124 de la 

Ley de Amparo se tiene por formulado el pedimento ministerial, para los 

efectos legales conducentes. 

Al no existir diligencia pendiente de desahogo, se tiene por celebrada 

la presente etapa de la audiencia constitucional y se turnaron los autos para 

dictar la sentencia que en derecho corresponda, firmando al calce quienes en 

ella intervinieron para debida constancia. Doy fe. 
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PODER JUDKIAL DE LA FfDERAC!ÓN SENTENCIA 

Juez Fernando Silva García. 

Juicio de Amparo: 1371/2013. 
Quejosa: Fundación para la 
Justicia y el Estado Democrático 
de Derecho, A.C. 

Secretario: José Sebastián Gómez Sámano. 

El Juez Octave:!' de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito 
. . • i • 

Federal tiene vistos los autos para: dictar sentenci¡:¡. (.ln el juicio de amparo 

1371/2013; y, 

:;>,' 

. :~["' .. 
; ·':· ··.. .·:·::=:'%iilít¡_iJÍ~~-::. __ ,_! :

1>.:"<;._:· ·::, "" ..... 
PRIMERO. Presentación •Y.'éh1tos. d~'.la demán~a. Por escrito 

presentado el 1~ de.diciémbr~~~~~~~1'3.án~~ 1!1 btjcina .de Correspondencia 

Común de los Juzgados de pi~ffito en M~teriaAdministrati~a en el Distrito 

Federal Ana Lorena p~lgadillo Pérez; e~ representación de Fundación 

para !a justic•í~ y el ~~tado D~mocrático de Derecho, A.C., solicitó el 

amparo y proté6t:ión de la Justici~ de, la Unión en contra del acto y autoridad 

siguiente: 

Acto reclamado: la fesbl~ciófl al recurso de revisión ROA 

2486/201:;3, al cual se . .acumuló el diverso ROA 2491/13, emitida 

el 1 de octubre de, 2bf3 el que cohflrmó la clasificación de 

reserva de informacióncjüe solicitó a la Procuraduría General 

de la RepÓt)lic~ co!1Si$tehte en diversas averiguaciones 

previas. 

•i Autoridades responsables: Instituto Federal de Acceso a la 

Información y Protección de Datos (en adelante IFAI). 

. . ·~ .· ' . 
Actos que estimóviolatorios de los derechosfundámentales contenídóS 

en los artículos 1 y 6 de la Constitución Federal; 18, 20 y 24 de la Ley 

General de Víctimas; los artículos 8 y 13 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, el artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos 
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Juicio de amparo 1371/2013. 

Humanos y el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos. 

SEGUNDO. Admisión de la demanda y trámite del juicio. Por 

cuestión de turno, tocó conocer de la demanda a este Juzgado de Distrito, el 

cual admitió la demanda en auto de 16 de diciembre de 2013 (fojas 218 a 

220); pidió el informe justificado a la autoridad responsable; y fijó fecha y 

hora para la celebración de la audiencia constitucional que inició el 31 de 

enero de 2014. 

CONSIDERANDO 

PRIME!~ O. Competencia. Este ,Juzgado Octavo de Distrito en Materia 

Administrativa en el Distrito Federal es legalmente competente para conocer 

y resolver el presente juicio de amparo indirecto, en términos de los artículos 

94, párrafo primero, 103, fracción 1, y i 07, fracción Vil, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 37, párrafo tercero, y 107, fracción 

11, de la Ley de Amparo; 52, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judic"1al 

de la Federación; primero, fracción 1, segundo, fracción 1, punto 3, y cuarto, 

fracción 1, del Acuerdo General3/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, relativo a la determinación del número y límites territoriales de los 

Circuitos Judiciales en que se divide la República Mexicana; y al número, a la 

jurisdicción territorial y especialización por Materia de los Tribunales de 

Circuito y de los ,Juzgados de Distrito, toda vez que el acto reclamado, esto 

es, la resolución del Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección 

de Datos es un acto de naturaleza administrativa, en la cual ejerce 

jurisdicción este juzgado. 

SEGUNDO. Oportunidad de la demanda de amparo. Resulta 

oportuna la presentación de la demanda de amparo toda vez que la parte 

quejosa bajo protesta de decir verdad manifiesta que tuvo conocimiento del 

acto reclamado el 21 de noviembre de 2013 (foja 3); por lo que si la demanda 

fue presentada el 12 de diciembre de 2013 en la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito, resulta que se 
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Juicio de amparo 1371/2013. 

FORI>:1AA-S5 

promovió dentro del plazo de 15 días que prevé el artículo 17 de la Ley de 

Poom JUDICIAL DE LA rEOERAoóN Amparo. 

TERCERO. Antecedentes del acto reclamado. 

1. El 1 de abril de 2013, la fundación quejosa ingresó dos solicitudes 

de información pública dirigidas a la Procuraduría General de la República en 

que pidió que se le informara sobre lo siguiente: 

En la solicitud de acceso con número de folio 0001700103813: 

"Descripción; ciE!ra de 'la solicitud de información Con base en el 
art. 6 oonstiluc;íonal, sohcilo que §e, me trítonne la cantidad de restos que 
está11 pend(entes de íde!ltifícar de los córtespor¡J:ife¡¡fes a li¡,masacre de Jos 
72 mi(;Jmntes ocurrida entre el 22 y 23 de agóstí::i cte 2010 dq!'1:alnaulipas; de 
los restos localizados <lf1 '1'9·fo!JiaS clandestina& de •·:~·&;¡ Fernando 
Tamaulipas en abril i;/e :!011 y qe los restos localiz<Jdos en Cadereyta en 
mayo de 2012 Sóli<;;ito también que <m base ?. /os::([es. casos previamente 
mencionados, se me. indiqvE! im;rtr!iíide· se er¡cuentrad<fisicamente los restos 
que están pendientes de'idehtifi~'aÓ · ·· ··.. ·· .· ' • 

las 'solítitudes de 
'':::_,' ,( '-;~' " ':_ > _· '··.-',,,.,; _, __ :;," ·,' '·,'· -::_:, ' " _/+ .-· < ', i;1 

informacióh,,s~t;;alanc!o enies~n!Ziª.,;.(Ifl\tl;Í'~íchéJ. illforrnadón,e~ts;tq? disponible 
•;;,_ .. -;>,.·":;<- ·.- ·\"-'·' ·.·;;-· \V --.·,· "· _,;- '': -< ;. o,.· !<- ,, / 

públicamente péra. su cohsul~a' en lntf)rh'ef·y ~~ respectb ádjuntó a su 

respye.?ta diversos bqletines d~·PrymS? (fojas 79 y 80). 

3. El 20 de mayo dé' 2dt3 la/quejosél présentó dos recursos de 

revisión en contrade laPGR,.¡¡¡nq\le :;>éña(Óid siguiente 

Respecto a la solicitud con número de folio 0001700103813, indicó 

que "la respuesta de la autoridad es notoriamente incompleta, inservible y no 

se refiere con especificidad a la información que solicito. Esta respuesta, 

como podrá observar este H. Instituto, es contraria a mi derecho de acceso a 

la inforrnaci.ón" e indic'ó q~e raiJi~fofmaci6n n1~ dó~t~nía "la info~macióh. de 
~- -> ---,___ ·- -_-.-:: ' '.·}._, __ J \i >i ~;; ___ .'/> -)·,<-·:;:._ ;;:). :~\. ... ifi,>:.<~- '\: ;-:~ \':;. / ' ' :.; ' 

forma manifiesta o implícita sobrela cantidad de restos que éstah pendientes 
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Juicio de amparo 137112013. 

de identificar y el lugar donde se encuentran físicamente éstos, en cada uno 

de los tres episodios referidos" (foja 81) 

Respecto a la solicitud con número de folio 0001700105113 indicó que 

la información dada "no conten[ía] de forma manifiesta o implícita las 

versiones públicas de los expedientes integrados por la Procuraduría General 

de la República en cada uno de los tres episodios referidos" (foja 83) 

Dichos recursos fueron admitidos a trámite bajo la ponencia de la 

Comisionada Singrid Arzt Colunga el 28 de mayo de 2013 y radicado con los 

números RDA 2486 y ROA 2491/2013 (acumulado este último al primero el 

20 de junio de 2013 [foja 1 00]). 

Por su parte, el10 de junio de 2013, la PGR aseveró que conforme al 

artículo 14, fracciones 1 y 111 en relación con el artículo 16 del Código Federal 

de Procedimientos Penales, los expedientes de la investigación de dos de los 

eventos requeridos estaban contenidos en averiguaciones previas por lo que 

se consideraban reservados durante un periodo de 12 años, e indicó que no 

tenía registro documental alguno sobre el evento en Cadereyta, Nuevo León. 

El 21 de noviembre de 2013, la quejosa recibió la resolución al 

recurso de revisión RDA 2486/13, emitida en sesión de 1 de octubre de 

2013, en que eiiFAI: 

a. Sobreseyó la información relativa al número de restos pendientes 

de identificar respecto a los tres eventos mencionados, con 

fundamento en el artículo 58, fracción IV de la Ley Federal de 

Transparencia. 

b. Confirmó la clasificación invocada por el sujeto obligado respecto 

de los expedientes [averiguaciones previas] donde constan las 

investigaciones realizadas por la autoridad respecto a los restos 

hallados en los casos de los 72 migrantes encontrados el 22 y 23 

de agosto de 2010 y del caso de 47 fosas clandestinas en 2011, 

ambos en San Fernando, Tamaulipas, así como de los restos 

localizados en Cadereyta, Nuevo León, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 14, fracciones 1 y 111 de la Ley Federal de 
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PODfR JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

Juicio de a m paro 1371/2013. 

Transparencia, en relación con el artículo 16 del Código Federal de 

Procedimientos Penales. 

c. Revocó la clasificación invocada por la autoridad sobre el Jugar de 

ubicación de los restos (acta depositaria) relacionados con los 

tres eventos anteriores, con fundamento en los artículos 13, 

fracción V, 14, fracciones 1 y 111, en relación con el artículo 16 del 

Código Federal de Procedimientos Penales. 

Lo anterior, qe col']foqnic;J<:jd con los siguientes argumentos: 
; )"' A ~·, ; 

~ l;n cuari.to'a la cantidad ~ere~tos 1piry;~ierite,s d~;si~~;l']tificar: 
Indicó que el sujeto .o~¡¡g~~P· §abíª ampliad& su 'W~spuesta inicial y 

' ' ·. ,!. ,·i;¡ •,' ·~· .·. •'·;{:":{·>. , •. :;::;.,: ·::·::".:\,,.,:-, :,:<'..'':·;..,:'> ·~ih,.tll 
hab1a proporcion?dó los siguier'íte$ datos· respe~;~? a lbs restos de los 

cuerpos humanos que restiotb~~d~id~htifi6~r;,, 

Hallazgo 

~-~---~~~ •. ~· ·-· L', ~,___e_¡_;.:-.,_,_¿ 

pe la ll1ásacr;e tiei 'tqs 
mígrqntes enconfraiJos el. 22 y Zfii 
de a asto de 2010 en r, · ' · · · ~·á~$_. f.+...--'..b. 

De re.slos loca/l 
fosas clandf?slí(la'! ,en 2 
Fernando, TEuilaú.'.!ltio::á~s~·~~~tb"-.¿-,~-=--..:,..++--:-:~ 
--De los .~ásl,l!$ locali~rqdó$ .. ·• . cuerpos ~eéncuentrah 

mayo, de, 2012'<,en CildereytiJ,' pendien)es(ie i¡:jet\li(icar 
Nuevo Leó1; ·· · · · 

;¡f.lih;,,,t:;~;;j¡L ' ":·' ':, .:. ,;;!}< "'.,, :}·:· : .. , >.::"· :;:J;·; ·\/ 'j~;·· ·,:;! 

En es~~;,$entid(),. ei.I>F~I c~h~1d'er9:~~e el s~jeto había dado 

cabaJ.icurndlitt;ientb a lo. solihifk~o;·~~r''~l ;t~eLjrr{:Í~te que amplió su 
'<t~,):id' ol};, .;, .~}> ":, ·, \·:., · .... , '·.,, .. ::,:. i;¡!._,, .. .}? ,;f'\() ::· ,,.)'·''' '('·~;;:;· ,'J~':':; ··"''r'.J 

respO~~fá iniCial y ¡¡¡.roporcionó~.lapa!;ticvlaf la infqrynaqión en cuestión; y por 
Í; ''.-':: :t, ·,'> \):. Ji, -...... ·,;- :.i' .... /_. ><: h::./:-;,.: \'-' .. :'·:-.-~· 

ello, sobreseyó el recurso úni6amenté:'respecto alá·t::ahtidad de cuerpos que 

se encontraban pendientes. de iq!"ntificar,. 

:' ' ~ '.~:;,, 

,;;.. En cuanto a las averiguaciones previas: 

El IFAI señaló que el sujeto obligado indicó que en relación a los 72 

rnigrantes y a las 47 fosas clandestinas, existía una averiguación previa con 

línea de investigación de homicidio vinculado a delincuencia organizada. En 

relación a los restolilocalizadós.¡¡h Gadeftí:iyta~ .si bien señaló qu!'i éstos son 

investigado~ por la ~rGcur~dU~í~ GJher~l ;ele 'bu¿hci~ CÍél E~t~dG el~ NJevo 

León, precisó que la Agencia del Ministerio Público de la Federación con 
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Juicio de amparo 137112013. 

sede en Guadatupe, Nuevo León, integraba la indagatoria. Por ello, el IFAI, 

señaló que los tres casos contaban con una indagatoria a su cargo. 

El IFAI precisó que el artículo 16 del Código Federal de 

Procedimientos Penales (en adelante CFPP) establece que en tos casos en 

que el Ministerio Público haya determinado el ejercicio de la acción penal en 

una averiguación previa, para efectos de acceso al expediente de 

consignación, es necesario acreditar la personalidad del interesado ante el 

Ministerio Público a fin de verificar su legitimidad de acceso. 

Señaló que la reserva de las averiguaciones previas tiene una 

excepción que se configura cuando sean investigaciones de violaciones 

graves de derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad. 

Al respecto indicó que las autoridades que resultan competentes para 

interpretar y calificar determinados hechos como violaciones graves a los 

derechos humanos o delitos de lesa humanidad, son exclusivamente: a. la 

Comisión Nacional de Derechos Humanos; b. las comisiones estatales de 

Derechos Humanos; c. la Corte lnteramericana de Derechos Humanos; d. La 

Corte Penal Internacional, y eventualmente, e. El Poder Judicial de la 

Federación. 

Por ello indicó que: "es dable señalar que este Instituto no cuenta con 

las facultades, la aptitud, la pericia, el conocimiento o el personal para 

investigar y calificar la existencia de violaciones graves a los derechos 

humanos o delitos de lesa humanidad. Sin embargo, a partir de lo dispuesto 

por el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública Gubernamental (de ahora en adelante 

LFTAIPG), es evidente que bastará la declaración de cualquiera de las 

autoridades competentes, para que el IFAI proceda a determinar la 

improcedencia de reserva de las investigaciones de violaciones graves de 

derechos humanos o delitos de lesa humanidad; lo cual no acontece en el 

caso que nos ocupa" (foja 137). 



Juicio de amparo 1371/2013. 

Lo anterior, asimismo porque las líneas de investigación de las 

rooERJUDICIALDELA FEDERACióN indagatorias correspondían al homicidio vinculado a delincuencia organizada, 

es decir, no correspondían con los tipos penales que el Código Penal Federal 

preveía para violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa 

humanidad. Por ende, consideró inaplicable la excepción prevista en el último 

párrafo del artículo 14 de la LFTAPIG por la ausencia de facultades deiiFAI 

para calificar los hechos; así como por la ausencia de pronunciamiento 

alguno en ese sentido, por autoridad competente. 

Por ello, procedió a éohfirrli?i')a cl~sificación de reserva respecto del 

expediente en que constan las investigacio~es realizad$s p0r la autoridad, 

correspondiente a los resfds halla{jos en los casos d~'·,!o~ 72 migrantes 

encontrados el 22 ·~,;:.oé( caso de 4 7 fosas 

clandestin~s en ~()11, a!'hb~$' 'T~~dulip~s. así como los 
' ' p' ', ' 

,;¡¡, Procedéhcia 

las ·abtas de ~e¡pQ.I~í· 
eJ. ·lUgar dór · · 

idebtifi<;!atL 

El IFAI señaló que las ¡¡¡ctas 

relacionada con 

"'"'""'"'"'' ··,!:ll.oc!Jn,er1tO·s que acreditan 

p;ndjentes de 

no ponen en peligro las 

actividades'&l;l,PtBvet1ción o p~rs&cucióñ de .los delitos; impiden u obstruyen 

las aq.cíones o medidas implementadas para evitar la con1lslón de éstos; o 

bien:tª'~;ratribuciones que ejerce ~~ Mini:o;te~íi:J P(lbljco, por lo que consideró 
'\~)?',:,,·, .,, ,:- .:\ '·:- "!', '\ ., :;! /;'''(; ' ;',(,)·;'' ,.:-", 

que resultaba procedente rev;0t;ar la ;reserva d('J l¡¡¡o.ínfe)rrhación respecto de 

los documentos que,:acreditélll ~~ lu~a:F ell···ét,que se encuentran los restos 

pendientes de identificar; y a~i~i~~~ ~é:¿al!'í~ue las actas de depositaría no 

derivaban de diligencias para acreditar el cuerpo del delito ni la probable 

responsabilidad, sino de un acto para hacer constar la disposición de los 

cuerpos. 

CUARJO. Fijación del p~to (eci~IJladc¡; AJh¡ab:r sido analizadas en 

su integrida'd la dem~nda de· afnpalb; e~ un serttido congn1ente eÓn todos 

sus elementos e incluso con la totalidad de la información del expediente del 
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Juicio de amparo 1371/2013. 

juicio, atendiendo preferentemente al pensamiento e intencionalidad de la 

parte quejosa y tomando en cuenta lo que quiso decir y no lo que en 

apariencia dijo, se precisa que, conforme al artículo 74, fracción 1, de la Ley 

de Amparo, el acto reclamado de manera destacada es: 

La resolución del recurso de revisión ROA 2486/2013, al cual se 

acumuló el diverso ROA 2491/13, emitida el 1 de octubre de 2013 en el que 

el IFAI confirmó la clasificación de reserva de información que solicitó a la 

Procuraduría General de la República consistente en diversas 

averiguaciones previas. 

QUINTO. Actos reclamados ciertos. Resulta existente el acto 

reclamado toda vez que el Instituto Federal de Acceso a la Información y 

Protección de Datos aceptó el acto reclamado (foja 226), y este juez 

constitucional corrobora el acto reclamado de las constancias que obran en 

autos, las cuales hacen prueba plena al tratarse de instrumentos publicas, 

de conformidad con los artículos 129 y 130 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la ley de la materia 

SEXTO. Causales de improcedencia. La autoridad responsable y el 

Ministerio Público de la Federación hacen valer las siguientes causas de 

improcedencia. 

I.Extemporaneidad de la demanda. 

El Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos 

indica que es extemporánea la demanda debido a que la resolución 

al recurso de revisión le fue notificada a la quejosa el 21 de noviembre de 

2013, el ultimo día para promover el amparo fue el 12 de diciembre del 

mismo año, siendo que la demanda se presentó el 13, es decir, al décimo 

sexto día (foja 227). 

Se considera infundada la causa de improcedencia toda vez que como 

se sef1aló en el considerando segundo de esta resolución, la demanda de 

amparo se presentó en la Oficialía de Partes Común de los Juzgados de 

Distrito en Materia Administrativa el 12 de diciembre de 2013, y no el 13 
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FORMAI'd5 

como lo indica la autoridad responsable; es decir, dentro del plazo de 15 

PooERJumciALDELA fEDERACióN eH as que prevé el artículo 17 de la Ley de Amparo. 

11. Actos derivados de consentidos. 

El Ministerio PLiblico de la Federación indica que el quejoso sólo 

entabló el juicio de amparo en contra de la resolución reclamada, mas no [en 

contra de] los actos de la Procuraduría General de la República, por lo que 

dicho actos son firmes "pues resultan ser actos derivados de actos 

consentidos, pues Sl.l 

reclamados". 

S(lr.,. depende de aquellos que no fueron 
L¡ ; 

Asimismo indica que "hay uqcqnsenti~iento e,n cuaílto a la existencia 

jurídica de las normas contenida§ [en la] Ley FeBl¡lral· de Transparencia y 

Acceso ala Información PUbliba Gubernah,:)~ntal y 
1

del Código Federal de 

Procedimlentqs P(lnales;. P9\que e~tdi nqW(\f:l¡!~roll r~c,lamados en juicio de 

control constitucional algUhb;; bara 

disposición qué se etpQM ~~ ~~·r~ 

acto recltunad¡:í. 
{\ '' ., 

r'•réifocadós lbs efectos de cada 

~~~Jo, M Óctu~re de 2013". 

Se co~sidéra . infundada la oau;~ eje ¡rt,procedendia, en primer 

térmifiÓ; •. porqt,Je el quejoso .. combatí~ dicha ~esoi~Jc\ón de la Procuraduría 

General de la República a través. de los medio¡;¡ ordinarios de defensa, el 

cual fue el recurso de revisión ante eiiFAI. Resoluc.ión deiiFAI que es la que 

le irroga perjuicio en este juicio .constitUcional a la fundación quejosa y es 

precisamente la que se encuentra reclamando en este juicio constitucional, 

por lo que no era necesario impugnar en este amparo la decisión de la 

Procuraduría, sino únicamente la decisión del IFAI que resolvió lo atinente a 

la reserva pronunciada por la PGR. 

Por otra parte, eh cu~nto a que consíhtió' lasnbrma's dé la LefFed~tal 
de Transparencia y Acceso a la Información y las del Código Federal de 

9 
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Procedimientos Civiles, así como las normas del procedimiento, resulta 

infundada dicha manifestación en atención a que la quejosa no controvierte 

dichas disposiciones en este juicio de amp'aro, sino lo que controvierte es la 

indebida interpretación de dichos artículos atendiendo a los derechos 

fundamentales de la sociedad quejo<¡a, específicamente los de acceso a la 

información. 

111. Ausencia de interés jurídico, 

"Lo anterior, es en virtud de que el acto reclamado en la presente 

instancia constitucional, no causa afectación a la esfera jurídica del 

irnpetrante de garantías, en atención a que dicha actuación no constituye 

una determinación o resolución que lesione algún derecho adquirido por el 

incoado, o que se esté violando derechos humanos, pues no ha h'abido en 

ese sentido resolución alguna de organismo internacional alguno, por tanto 

el acto reclamado no implica de modo alguno la afectación de algún derecho 

del cual el demandante fuere titular y por consiguiente no se lesiona su 

interés jurídico". 

Se considera infundada la causa de improcedencia en virtud de que la 

quejosa sí cuenta con interés jurídico y legítimo para impugnar la resolución 

del IFAI toda vez que en materia de acceso a la información no se requiere 

contar con un interés calificado corno lo marca el artículo 6, fracción 111, de la 

Constitución Federal que indica lo siguiente: "toda persona, sin necesidad de 

acreditar interés alguno o justificar su utilización tendrá acceso gratuito a la 

información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos". 

Por ende, si la resolución deiiFAI le negó el acceso a la información de 

las averiguaciones previas sobre un caso que alega se generó por 

violaciones graves a derechos humanos, la fundación quejosa sí cuenta con 

interés jurídico y legítimo para solicitar su revisión constitucional. 

SÉPTIMO. Conceptos de violación y fijación del problema jurídico 

a resolver. La parte quejosa hace valer, en síntesis, los siguientes conceptos 

de violación: 

1. Expresa que el IFAI omitió proceder con la excepción de la reserva 
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de información cuando se trata de la investigación de violaciones graves a 

PootRJuo1c1ALDtLAFEDERACióN los derechos humanos, violando con ello el principio de máxima publicidad y 

en consecuencia el derecho al acceso a la información. 

Precisa que el principio interpretativo de máxima publicidad se refiere 

a que toda autoridad al interpretar el derecho de acceso a la información 

debe considerar que toda la información derivada del actuar del gobierno es 

pública y si existe duda de si la información es reservada, la autoridad debe 

optar por la publicidad eje la información. Al respecto cita la tesis de rubro 

siguiente "INFORMACIÓN PCJB{!CA: ESiAQU~LLA QUE SE ENCUENTRA 

EN POSESIÓN DE CUALQUIER AU1óR1qAQ, ~NT\~~J;?i ÓRGANO Y 

ORGANISMO FEDERAL, ESTATAt Y MUNiCIPAL, SIEMPRE QUE SE 
'- • • '¡ _\_o_ .·. _-:_:·:;'_.<)._'·;':'·; ·-:'<-:,:·,- _<·<..;_-,::_•:· A __ /! ___ ;·' 

HA YA OBTE=NIDO POR CAUSAOEL:./EJERCIGIO DE FUNCIONES DE - - ' - - - - " -- ', ----- ----- "' '" .,___ '" ""/' ·" -

DERECHO'PúBL!CO'', a.~\ cofríp;l~~.'~~n~\~~~~ci~he;· d~l Caso Gomes Lund 
; _____ , :_-_ -- ;_ ,_. :, "<- _>.:: "';~: - ·_:_-------' -t-\'F'.<~·--;_; --}'· -.,-._ ---~--- - -_ ' 

y otros vs Brasil.de la Corte lnter:~roertb¡¡,nai~~,We,rec9os Hurnanos. 

publicidad, se requiece de: (i) la e~i~~el\tia de una norméltiva que délugar a la 
:}.;~¡-" ----- ' - - - '; "'• 1 " :-;'; - ------ -- ----- ---· "- ,\ ·;- - -- :_ --

excepción, (íi) que' la' e,xcepci6ri se pa§e .en el bien común, y (iii) que la 

misma deba $,~.rnecesaria ~nVfl,a~~~~~~~dde~ocr~tica. ~~ rrspecto cita las 

consideraci&~;i~~~eLcasoélaudél.J'lt~yesyqtF99:vs:Gnlle. /f 
1ib -, - --- ""- '-<- :.;- - ;" -' ,,., 

¿i;_~;<'-:*V - -- ·,:·_._ , > .-- - - 'i-i-: -·.:- ,_.::·-'.!> -- .:·;·. ,,./: ,.--- y·' 

;¡~?$)\itesa que .el artículo.l4@e la ~eyfederal g.~)l)~¡:r¡;parencia y Acceso 
- -~\]!- - :~; - '·<. <-- :;¡! "\ < .!J '\; ,¡;;z'>. ' - K./,:</ ., :;: -~-Y>:-

a la Información PjlbHcp. Guo~tri'am~!'ltal prevé¡'g).l!?"t;lcj puede invocarse el 

(;arácter de reservaa9 cuan eleS se hp.!l-Í de)á investigación de violaciones 

graves de derechos ft,mdamentaleso.de ¡:ielítos de lesa humanidad 

Indica que la quejosa solicitó los expedientes (averiguaciones 

previas) en los que constaran las investigaciones sobre: a) la masacre de 72 

personas en el Municipio de San Fernando, Tamaulipas; b) las 47 fosas 

clande¡;tinas .en el Mur;¡icipio qe San? Fer¡1andc:yT¡¡¡mauiLpp.s; y e) el halla4go 
,. ' ' ' -·· /- .-; /!,> -.·. ':' 'c . .- , H :--j '' ._ .. , · ' ,. ·. 'i 

de 49 personasi !Tlasacradi:ts'"eh C~deréYta, Nu'l,vó'. teiím, lás cuales 'son 

violaciones graves de derechos humanos, y al respecto cita la tesis de rubro 

1I 
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siguiente: "VIOLACIONES GRAVES A DERECHOS HUMANOS. SU 

CONCEPTO PARA EFECTOS DEL DERECHO DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE LAS INVESTIGA". 

Precisa que de conformidad con el Amparo en Revisión 168/2011 de 

la Primera Sala del Máximo Tribunal el IFAI puede, sin prejuzgar el asunto, 

hacer un pronunciamiento prima facie de que los hechos son constitutivos de 

una violación grave de derechos humanos y de esa manera privilegiar el 

principio de máxima publicidad. 

Señala que hay casos que por su gravedad afectan a toda una 

colectividad y a la sociedad por lo que hay una excepción a la restricción de 

la información porque la misma sociedad al transparentarse la información, 

se convierte en un órgano de control y de vigilancia ciudadana sobre estos 

hechos que le están afectando y que son violaciones graves a los derechos 

humanos, y sólo con la máxima publicidad se garantiza que los ciudadanos 

tengan la información sobre lo que de manera indirecta les está afectando. Al 

respecto indica que aun cuando no existe pronunciamiento previo de la 

autoridad competente sobre la existencia de dichas violaciones graves, existe 

la duda de que los hechos sujetos de investigación pueden serlo. 

Indica que el IFAl debió seguir los lineamientos de la Suprema Corte de 

Justica y de la Corte lnteramericana para determinar si las violaciones a los 

derechos humanos en los casos mencionados podían ser graves, en 

términos de su trascendencia social a través de criterios cuantitativos y 

cualitativos, multiplicidad de violaciones comprendidas, especial magnitud de 

las violaciones, etc. 

Señala que el IFAI no tuvo en ningún momento acceso a las 

averiguaciones previas, ni tampoco solicitó la descripción de los hechos, 

pues únicamente se allegó de aquellos datos que permiten la mera 

acreditación de la existencia de una averiguación previa, el estado en el que 

se encuentran y los delitos que se persiguen, situación que pone en duda la 

posibilidad del /FA/ de revisar si los hechos eran o no constitutivos de 

violaciones graves. 

""12 
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roorRJuo>c>ALoELA FEDERACióN Al respecto la quejosa desglosa los hechos ocurridos en la masacre de 

72 migrantes en San Fernando, Tamaulipas el 22 de agosto de 201 O; las 193 

personas encontradas muertas en 47 fosas clandestinas en San Fernando 

Tamaulipas; y las 49 personas masacradas y descuartizadas en Cadereyta, 

Nuevo León, en mayo de 2012; y señala en cada uno de éstas, las 

violaciones graves de derechos humanos; el número de víctimas; la 

intensidad de los hechos; la amplitud, generalidad y frecuencia de los 

hechos; la prolongación ~n .. el tief\lp?; y la participación del Estado 

Por ello, indica lo siguiente: 

"Del análisis de lo ant('rior; se c?lige que el lf'AI, éomo iÍ)térprete ele la 
Lf'TAIPG, debió considerarqye en 'losca¡;;os c0qcretos los /lechos son 
constitutivos de víolaciones gf<Jves a. derechos hÚm'!()Ds, de acuerdo con 
/os lineamientos ele li'i SCJN · . /nterami!iricr¡na de Derechos 
Hpmanos: porque·, 
a), N{fme~q:EI. p rím.<~to:ca¡;;o/q(Jf1:1 

torturá.y la. P?~~j~~~~r1 ~:J~~~;f¡~~d;;~~}~:¡;; ecupa versa' 
personas, .E:! fprf'i'¡'f'r>~l'l uwe uv: 

posterior e)EICUC/011 
a'~rob.te,ei.E'sPuerstro, tortura y 

i¡íe,es¡>as violaciones 
c{lrrtlc¡i¡JJ9t,¡ri:Jch'P ",""'~<or de famíliares, 

Tamaulipas un total 

~~f~~~~~~~f~~jf;,:C:·~ brt'el narcotráfico. La ~~./~~:n~:~~~f~f;:~~Y~ . de San Fernando como 
una d' 
e) . .. . ,_,..,,,,, '""' en el municipio de 
San Fernando más en condiciones similares. 
f) Prolongación en el a lo largo de cinco años se han 
encontrado 156 fosas clandestinas, con personas ejecutadas en 
condiciones similares a las del hecho que nos ocupa. 
g) Participación del Estado: (i) Por omisión: a pesar de que la 
multiplicidad de hechos similares y de las denuncias que sobre estos han 
hec/10 numerosas instituciones tanto nacionales como la CNDH, como 
internacionales como la CIDH y el Relator Especial de Migran tes de la ONU 
desc¡e .él 2008; el; Est<Jtlq nrY; ha. sido)1.;apa~ d~ protey¡¡~t y .as.egqrar eJ· 
·derecho a .. la Vítlá; libeJ1aW f segurid~~'(je ¡a··pobl¿¡cióÓ rnig;:al)teen SU 
tránsito a los i"stados Unídós i1e AméNca:' (ií) Directa.· d(mtro de las 
investigaciones hay 16 probables responsables que son policías 
municipales de San Fernando, Tamaulipas, quienes presuntamente 
encubrieron a 'los zetas' para llevar a cabo la masacre de migrantes. 

13 
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Asimismo, como se argumentó anteriormente, se han cometido varias 
violaciones respecto a los derechos de las víctimas dentro de los procesos 
que se investigan". 

2. Indica que la resolución reclamada viola el principio de legalidad 

dispuesto en el ar1ículo 16 constitucional ya que la responsable realiza una 

incorrecta fundamentación y motivación al aplicar al caso la reserva 

dispuesta en el artículo 14, fracciones 1 y 111 de la LFTAIPG, en relación con 

el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

Lo anterior porque: 

a. Los tres casos versan sobre la investigación de hechos que pueden 

ser constitutivos de violaciones graves a derechos humanos por lo que 

la normatividad aplicable al caso concreto es el último párrafo del 

artículo 14 de la LFTAPIG, el cual representa la excepción de reserva 

de información cuando esta versa en violaciones graves a derechos 

humanos, no así el artículo 14, fracción 1 y 111 de la LFTAIPG en 

relación con el artículo 16 del CFPP. 

b. Suponiendo que la fundamentación fuera correcta, el IFAI motiva la 

aplicabilidad de dichos supuestos discriminando la posibilidad de 

aplicar la excepción de reserva dispuesta en el último párrafo del 

artículo 14 de la LFTAIPG, sin hacer mención alguna eJe los motivos, 

razones y circunstancias que ameritan la reserva de información. 

c. El IFAI fue más allá de lo que la ley señala, violando el principio de 

legalidad y restringiendo el derecho de acceso a la información, al 

argumentar que la reserva dispuesta en el artículo 14, último párrafo, 

de la LFTAIPG puede ser invocada cuando exista pronunciamiento 

previo de autoridad competente que califique los hechos como 

violaciones graves a derechos llumanos, toda vez que no existe fuente 

de derecho vinculante para la responsable que amerite tal afirmación. 

d. El IFAI fue más allá de lo que la ley le señala, al argumentar que la 

excepción de reserva puede ser invocada cuando el tipo penal que se 

investigue sea el tipificado por los artículos 149 y 149 Bis del Código 

Penal Federal, toda vez que no existe fuente derecho que amerite tal 

afirmación. 

'\]4 
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e. El argumento del lFAl sobre su incompetencia para calificar las 

violaciones graves a derechos humanos es incongruente, pues en 

ningún momento fue motivo de la litis. 

3. Expresa que el acto reclamado transgrede el artículo 1 o en relación 

con los artículos 6 de la Constitución Federal, 19 de la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos, 19 del Pacto Internacional de Derechos Civ'¡les y 

Políticos, así como el artículo 13 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos, toda vez que.el IFAI qomo órgano revisor y garante del acceso a 
~': -;, 'ij; ":':, ¡;-, '·> .. > -~/ 

la información no ejerqió.el control,,de¡. co~yepcionalidad al que está obligado 

y no procuró de man~ra amplia el accés6 

clasificación de reserva aeinlotm¡:tqié¡fi. 

' tma garantía que tiene la 

sociedad de.ejercer su deréch,~'aJ1iVe, . sbbrevioladones graves a 

derechos humanos. Expresa•qué és~s ejercenurtefec;to en cadena desde 
; ' ' ' ' . \¡,.,_ _ ______ , ', ' ' ' 'J 

las vícti~as directas hasta grUpós> . ~~s ~mplids, P?r lo que la justicia y 

la información no interesa é q~iy'a~e¡rte a l~syíctil)lfls, p,ues,lajnformación 

pública \e\liste una gá~an . . 'a(,:~1u~.rebas~.~~\'~M:bito irdivj,q~al de la 

víctima pues habilita.~ la so<,:ie¡dad ¡:¡a,~a.,ej~rc.er,urÍ c~nt[olinstil~qiqnp.l. 
' <:"?ti¡_-

de 

l.le lp, rf'¡soJupiór¡ qét;t~,~l •. ~l 'brilitir reglb¡ar u0 ,;r,iguroso control 
:> ___ . '·-- ":: '}>': :::>,,y_{ ___ y --.:.--.:,,,;·_f':_!;<F,/- : _____ T., .. -: .. ,: __ < :r) _ :, __ :·; 

idM¡ rí~ sati":taci> .. el ,.¡aqse~~ ·'a la infó,r~¡:¡.ción pública 

relacionada 1con vitíí'a¿iohes•§.Y'í~s d§reoóes:1hwman6s y vtitn~ra ~ la sociedad 
<,_;:~:--:·_~;rk- .- . <,____ _ __ ·-- _ ;i-: ·-,. ,f-/ :-:<"> -~·" _,_ .-:::>-' __ ) 

en stl!;~~pl'!junto: Por eríde, él tf';t~.l,de~ed§rnostrar qóru<?~jerció el control de 
.. ,e ' .__ ::_ ·------ ;,_ -;:, -i> ---~¡ ,;;·<:-:: ' _(.;_ /'' /-"_ f:; 

.. convencionalidad salvaQuardán(!~ 1~ ¡protecciórl.; ri¡'$s .. extensiva del derecho 

de acceso a la información y el derecho á la verdad de las víctimas y 

sociedad. 

4. Expresa que la resolución reclamada contraviene el derecho que 

tiene toda víctima, y de manera genen:il, la sociedad mexicana de conocer 

los hechos constitutivos de delito y de las violaciones a derechos humanos, 

la identidad de los . responsables, .las .qircunstanclas que propiciaron su 

comisión y la verdad h1~tórit~a d~ Jos.hectlcls, a'sí domb éidereóho qJe tiénen 
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las organizaciones civiles de consultar libremente los archivos relativos a las 

violaciones de derechos humanos. 

Al respecto cita los artículos del "Capítulo V del Derecho a la verdad" 

de la Ley General de Víctimas y en este sentido indica que el derecho a la 

verdad y el derecho a la justicia son indispensables para terminar con la 

impunidad por las violaciones graves de los derechos humanos, y en todos 

los casos, respetar dicho derecho es una forma de advertir a los demás de 

que las violaciones no pueden permanecer ocultas por mucho tiempo. 

Por último cita el Conjunto de principios contra la Impunidad y las 

consideraciones del Caso Gomes Lund y otros de la Corte 

lnteramericana de Derechos Humanos. 

5. Indica que la resolución reclamada resulta violatoria del 

debido proceso, pues en su elaboración, el órgano celebró una 

"audiencia de acceso" sin que estuvieran todas las partes presentes y 

la quejosa no pudo escuchar en igualdad de condiciones lo que en esa 

reunión se habló. "Lo anterior rompe con el equilibrio procesal e 

igualdad de las partes que debe conservar cualquier proceso. Se 

estaban determinado aspectos relacionados con derechos 

directamente relacionados con la hoy quejosa y no se contó con la 

información para participar y defenderse en este proceso, toda vez que 

esta reunión sirvió como base al IFAI para tomar la decisión que hoy 

resulta violatoria de los derechos de la hoy quejosa, de la cual no fue ni 

convocada ni informada respecto al contenido de la misma". 

Por ende, el problema jurídico a resolver será determinar lo siguiente: 

a. Si se deben abrir las averiguaciones previas al escrutinio público 

cuando se estén investigando violaciones graves a los derechos 

humanos, y se quiera saber si las autoridades han realizado la 

investigación bajo los parámetros internacionales (por ej. bajo la 

debida diligencia). 

'\16 
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~ORMAA-55 

b. Si e!IFAI tiene competencia para declarar únicamente para efectos 

del acceso a la averiguación previa si existieron violaciones graves 

a los derechos fundamentales de los hechos investigados. 

c. Si existieron, en su caso, violaciones graves a los derechos 

fundamentales respecto a Jos hechos motivo del derecho al acceso 

a la información en el caso en concreto. 

OCTAVO.- Marco jurídico aplicable. 

l. ConstituciÓn PC>iíti~a'cte loi;E~tados Unidos Mexicanos: 

"Art. 6o.· ( . .) El dereoho 3/a)ijfqrmaci.ón será garantiiado ~l;ir el Estado. 

Toda.perso!Ja tlehe·.de/·(f~~o¿i}J~;ac~~'s;,~'iaror/~;;~ióiÍ~lL;r!i{l y oportuna, 
as! c,omo a b¡:¡séar, recil¡irc,Jtili(upd!r ir¡forqmr,;iq{¡ e idéas f"'e toga índole por 
cualqúier 1heoi6 .de. f!xpre¡;(ó,n. · < ., .. • ' ,,1<> 

' :'' ,; :'' ,: ,: ·; :,_: }) '/; ,,_;;! },! ' __ > .<·.) : 1_~::_:: ':.- <_:·~)_--'<:;, ·,;;>::· >--. '--,.-
El Estado garantizará el. de(f#C~o .:de: ~f:l.o(ti#'i?',a l?s tecnologías de la 
información y com¡:¡i¡icqdión¡! 'asi;'i;.~'J'O. ~ (!"J~\s~¡,r-v,!&:to¡;>,rte radiodífu$ión y 
telecomunicaciones, Jnc!Uidp ¡;¡1 · •·· · · a~da aocha ... e í!)ternet . Para tales 
efectos, el Estada é!31aiY[ec(Jri1 pes'de competencia efectiva en la 
prestación de df.ci1os s&rvícios · · · · 

Para efectos de Jo di8:fi4esi'O. presehte e'rtYcl¡Jo se obse1vaiá lo 
siguiente: 

A. Para. el e¡e,~~le!C! del d~r¡z&:frQ a~')tcés()~ ¡a mfo~(/l~~íón, la Fed¡zfaí;ión, 
los . Estados <'Y~!~/ ,Distrito F;&,ger(ll, .. l?b. 'if!llJ.mbitó de sus respectivas 
con¡petenc;ias, se fi!igirán por lo$_sírfúlantfJ/i; princ!pii)sy bases: 

l. Tod_iilfi infornJacíónen ppse;t&J¡:ífíJi;;q~/qu¡e;a~toridad, enticjad, ó~gano y 
orgai!J.~mórs de. Jos ·• Pode'}'s :J¡fecutívo; ,~egis/atiyp y Judiciál; · órganos 
autónoh¡os, partifi9spo!ít199fi: fí(feicomj$'()§ Y;Jondospúblicd$,ast como de 

, . cualqui<'!r persona físiéa.!' !J1br~l<;¡. sir¡,I:Jica¡q .qM#.¡reciba y e¡e'!a recursos 
;· .;Ppb!icos o realicef<wtos ~e qQt<Jrjdad On. el ámbito (e,deral, estatal y 
•:: .. Jfllmicipa!, esplibli~:a y sql¡¡ p;:;atá si{Jrreser/ada temr;{c>ral(ni?~te por razones 

· de interés púJ;¡/ico ysegtirJd¡>ti_naciqn~l, €!~/os ti{Jrfri(desque ·fijen las leyes 
En /1) interp¡:etabiérn :;de ~ste detf!'Í;ho décierá •(ir·tN~/f!.&:er el principio de 
máximapt<Q/iQk!,ad LOs sdjf!ftos oblíg ~fffel;¡el;~r documentar todo acto 
que df1rtVe dél"&jeí:cipifY~é\s~s•fa ·· :;c;Gft)petíihcias o funciones, la ley 
determinará /os SM/:J11~Sf69' esp. • •{!.ajO !OS cuales procederá la 
declaración de inexisteaci:!l•d;e la'<ioformaéión. 

11. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales 
será protegida en Jos términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

111. Teda persona. sin necesidad de acreditar interés alg(Jno o justificar su 
utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos 
personales o a la rectificación de éstos .. 

IV .• <)e est<lÍJlecerán , mqc_anis~ps .de. acceso ~ l13 -••· infgrmao/ión y 
procedimientos de revisión' expi!Jdit6$ que· se sÚstánciatá'n ante los 
organismos autónomos especia/ízados e imparciales que establece esta 
Constitución. 

17 
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V. Los sujetos oiJiigados deberán preservar sus documentos en archivos 
administrativos actualizados y publicarán, a través de los medios 
electrónicos disponibles. la información completa y actualizada sobre el 
ejercicio de los recursos püblicos y los indicadores que permitan rendir 
cuenta del cumplimiento de sus objetivos y de /os resultados obtenidos. 

VI. Las leyes determinarán la manera en que /Os sujetos obligados deberán 
hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a 
personas flsicas o morales. 

VIl. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la 
información pública será sancionada en los términos que dispongan las 
leyes. 

VIII. La Federación contará con un organismo autónomo. especializado. 
imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con 
plena autonomla técnica, de gestión, capacidad para decidir sobre el 
ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, 
responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de acceso a la 
información pública y a la protección de datos personales en posesión de 
los su¡etos obligados en los términos que establezca la ley". 

11. Convención 

Humanos. 

Americana sobre 

Artículo 13. Libet1ad de Pensamiento y de Expresión: 

los Derechos 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de 
expresión. Este clerecho comprende la libenad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya 
sea oralmente, por escrito o en forma impresa o a11ístíca, o por cualquier 
otro procedimiento de su elección. 
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar 
sujeto a prevía censura sino a responsabilidades ultetíores, /as que deben 
estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: 
a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 
b) la protección de la seguridad nacional, el orden pl!blíco o la salud o la 
moral ptíblicas. 
[..} 

111. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

Artículo 19: 
1. r 1 
2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión: este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente. por escrito o 
en forma impresa o anística, o por cualquier otro procedimiento de su 
elección. 
3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entreria 
deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente. puede estar 
sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo. estar 
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para: 
a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás: 
b) La protección de la seguridad nacional, el orden ptíblico o la salud o la 
moral públicas 

IV. Jurisprudencias y Tesis Aisladas. 
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"INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. 
DEBE INTERPRETAR LAS LEYES DE SU COMPETENCIA CONFORME 
A LOS DERECHOS DE LA PERSONA"'. 

"INFORMACIÓN PÚBLICA. ES AQUELLA QUE SE ENCUENTRA EN 
POSESIÓN DE CUALQUIER AUTORIDAD, ENTIDAD, ÓRGANO Y 
ORGANISMO FEDERAL, ESTATAL Y MUNICIPAL, SIEMPRE QUE SE 
HAYA OBTENIDO POR CAUSA DEL EJERCICIO DE FUNCIONES DE 
DERECHO PÚBLIC0"2 

"ACCESO A LA AVERIGUACIÓN PREVIA. EL ARTÍCULO 16, 
PÁRRAFOS SEGUNDO, TERCERO Y SEXTO, DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES, TRANSGREDE EL DERECHO 
HUMANO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN."'. 

NOVENO. Estudio dé ~onstitui::ionalidad del acto 

reclamado. Previo a abordar .el an¡!llisis de .los (;d~cepto~.(ilaviolación 
resulté! pertinente desarrollar lps. principio?, v*lore? ; derechos 

fundamentales en juego, y unavr¡¡z establecido. el. marco teórico pasar 

a estudiar el caso en concreto.. 

de 

1. Contenido deJ. deredtia de 

cuentas •· en c;~sos• .á~ ~J 
Rendición de 

phe\flas. que inJestiguen 

vi.olacione.s g~~~~~ ~~~~~~llci~,h~~~no~. 
<;,>;;:};;;::_- :,-qi> :: i\ \>, ; 

-, ,,- L 
' ·;:., ';, t, 

. El derechode,,(~cesÓ •a ~~;\8t~r~·aoiÓ~@stá r~g~táao en'etartículo 6" 

la Constitución. ;dlftica . ~e io; Sst~dos Unidos Mexicanos: 13 de la 

1 Novef¡a Época, RegiStro: f64028,'1.n,Stahü9: S¿gur1.d~ S81a, Tesis-·Ais!l)ld:q, Fuer!\e: Semanario Judicial de 
la f-7 ederación y su Gaceta,. Tomo )Q<XII, AgoSti),._de'; .. 2010, Ma¡e.da(s}: QcinstJtupicnal, Administrativa, Tesis: 2a. 
L.XXV/2010, PáQina: 464. 
:'::·: 

2 Novena Épocá, R6giStrQ_:. 1649:3.2, 1.~st.~nt;;i~.:,Se;g!if_tp&_1:-S~l.~.;·Tesiá~Alslada, Fuente: Semanario Judiclal de 
la Federación y su Gaceta, _lo.!T\d 5C6(!l, f:\90,St0:;9~¡,-2p.'l.9;)'0at~'f.ia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: 2a. 
LXXXVIII/2010, Página• 463, . ·" . .. .. •· ... · .. 

3 _Época: Décima Época, F\egistrg:/ 2ÓQ3-9Ó6;. InstanCia: Prlmera. Sala, TipO de Tesis: Aislada, Fuente: 
Semanano ,Judicial de la Federaclón y su ·Gaceta, Libro XXII, Ju!lo de 2013, Tomo 1, Materia(s): Constitucional, 
leslsi 1a. CCXVII/2013 (10a.). Página: 533. 

4 Convención Arnerlcana sobre Derechos Humanos (Ratificada por el Estado mexicano e! 3 de febrero de 
1981 y promulgada por Decreto publicado en el Diario Oficial de !a Federación e-l 7 dé mayo de 198i). Artículo 
13. Libertad de Pensamiento y de Expresión: 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y dé expresión. Este derecho comprende la 
libertad de buscar, recibir y difundir inforrnaclones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea 
oralm\mte, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 

2. E! ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino .a 
rt:spQns~b\fida~:te~:u!t;erior~s. lfi:§ que debe.n"es,tar:--expre~ament~Jíjada$;cpor:,~.a,J~y;·Y:S?r . .nec-esa~ias p;ara as-egun;¡~: 

a) el re~pet~- a !os·de.rectw~. o a !a,,repútfi~ión dé~Jos d~hl,~s, o; '. -:_ ·-:: " : , . · 
bjla protección de la seguridad nacional; el ord~n Qúblicoo la salud o la-moral públicas. ¡ ... ] . ... . . . . .. ... • .. .. ... . .. ·.· .. •. 

Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (Rafrflcado por e! Estado mexicano el 24 de marzo 
de 1981 y promulgado por Decreto publicado en el Diario Oficial de !a Federación el20 de mayo de 1981). Artículo 
19• 

1. [. ]. 
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El articulo 6° constitucional antes transcrito regula el derecho 

fundamental de acceso a la información. 

Los mecanismos de acceso a la información pública tienen por objeto 

que los individuos y la sociedad ejerzan un control respecto del 

funcionamiento institucional de los poderes públicos, por lo que se perfila 

como un límite a la exclusividad estatal en el manejo de la información y, por 

ende, como una exigencia social de todo Estado de Derecho. 

El acceso a la información pública cobra un marcado carácter público 

en tanto que funcionalmente tiende al control institucional, pues se trata de 

un derecho fundado en una de las características principales del' gobierno 

republicano, que es el de la publicidad de los actos de gobierno y la 

transparencia de la administración. 

Al respecto, la Corte lnteramericana de Derechos Humanos en el 

asunto "Caso C/aucie Reyes y otros" ha señalado que el Estado debe 

garantizar la efectividad de un procedimiento administrativo adecuado 

para la tramitación y resolución de las solicitudes de información, fijando 

plazos para resolver y entregar informaciónB 

Asimismo, la Relatoría especial para la libertad de expresión de la 

Comisión lnteramericana de Derechos Humanos señaló que era importante 

que se establecieran sistemas internos accesibles y abiertos para 

asegurarse que el público pueda acceder a la información, así como que se 

designen a la o las personas responsables de procesar las solicitudes7 

En el mismo sentido, de la declaración conjunta adoptada el 6 de 

diciembre de 2004 por el relator especial de las Naciones Unidas para la 

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, 
reclbir y difundir ínformaclones e idéas de toda índole, sln consideración de fronteras, ya seá oralmente, por escrito 
o en forma impre:sa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elécdón. 

3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades 
especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar 
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para: 

8) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; 
b) La protecc\ón de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 
6 

C!OH, Caso C!aude Reyes y otros. Sentencia de i9 de septiembre de 2006. Serie e No.15i, párr. 
7 

Relatoría Especial para la libertad de expreslón de la Comisión lnteramericana de Derechos Humarl0c1, 
"Estudio especial sobre el derecho de acceso a la información". 
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libertad de opinión y expresión, el representante de la Organización para la 

Seguridad y Cooperación en Europa para la libertad de los Medios de 

Comunicación y el relator especial de la Organización de los Estados 

Americanos para la libertad de expresión8
, se advierten corno principios 

básicos que rigen el acceso a la información los siguientes: 

1. El derecho de acceso a ésta es un derecho humano fundamental; 

2. El proceso para acceder,a Iajnformación pública deberá ser simple, 

rápido y gratuitop de bajo có¿to;,t 
' ', '.',, ,' ', _,- ,{' 

3. beberá estar sujE)tb ·~ (jn sis,tEJ:ma res~~fngic(~ ;jl~~epciones, las 

que sólo se aplícadíh cuand9~~i~{¡l~·l:~i~$gpi:f~:.dafio sustancial a los 

intereseS' protegidos . y '~u~~dé> ~~~.ti~~ .s(la ;a~or que el interés 

público en general de .té/l~tacce$;o¡~ la i~f:~rl'h'áclqn. 
' ' ' :-,,, .. - '• ' 

Por ello, la autoridad. deb .· . rpretar .el mandato, constitucional 

teniendo presente los dere:(los qé Iá p'érs~na)ifj!l de. t(jtelary otorgar el 

mayor espectro de protecci~~~~J*íilí;lr?Ó~Ó de accé~oe'd?;ir¡forfll~Ción pública. 
·;•j¡~:~.; .. ~(_~-.;:~;_:' ;;.:;. \\1::; :;.::;,, ;-' ' ,' -, --, ', ·\: :;.; ¡',; ,' 

él-: 
· · .. . ·;::)i!;yr\: __ !· \" )·.,_·;:;\<;,;_ ·;:; \:;.! ,_ .:·:~;;;_:>;:;-'::c::>j>~-::_·.'--'"--.. ·¡;: H ;~¡;;: ""':: ::.':<_-;;/ 
Al respecto, resí:ílta aplicabl$:.1a'fes,is ~¡:('. · WQ<V/20 1 o de la. Segunda 

, ;:: -: ·: -·,,_,- \;;. __ --+, __ '\';:;_-';i'!, 1-,\:L'<: -:;:.,-._'_:-\<:·_:': 1' '':'-1 <' · · 

Sala de la Su¡:¡¡reína Corte oe Ju::;ticip.d¡;l~ Naéión: 
0 ' ' ' ·-.··· 

. ''IN$T;iura.,);:~tJE!tAL<b.~ ,IIC'c¡;Est:l'AJ,;~Jfj~bRMAt;~~;~UBLJCA. 
;;'f:

1
,¡¡DEBÉ l"f.TERP~.Efli!AR:W!S,, Ll)!'fwS. DE $,'1/~0MPEl/fiNp,IA€0NFORME 

e,; A" tOS DERECFI9S Df'i<: t:~ PE~SONA, En ocat5t~n~,l!'jas autondades 
<;adt~Jinistrativas querealitan 4(1 CO(IIro11(j~ Ía IE!JJA!M!a'fi..11etíen competencia 

para resolver a¡¡ull(os el¡ qiJ.f! f!¡ltátí · involuciad!Jisfp¡r derechos de la 
persona, lo q(Je sucede en el casorJef lqfi.tttuto Federal de Acceso a la 
Información Páb/jqa., cuyaf5 rf!SO/U,f)iCJJ.'¡es:g¡¡ardan relación estrecha con las 
tensiones qu~ .. ~n ?lgunós casqs; se ·prqaucen entre el derecho a la 
información, contenido en. e/ artículo 6o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y el derecho a la vida privada, tutelado en su 
fracción 11, y en los numerales 14 y 16. Desde esa óptica, es posible 
determinar que dicha autondad viola los deberes de exacta aplicación del 
derecho, así como de fundamentación y motivación adecuada, previstos en 
los artículos 14 y 16 citados, de interpretar las leyes sin considerar los 
efectos que ello pueda producir en lodos y cada uno de los derechos 
legales, internacionales y constitucionales en conflicto; esto es, en caso de 
que,. en ejwcicio dE)I control deJegajida~¡:¡ue lifir¡e,enP9m¡,¡ndado,¡¡pliq~e las 
leyes de la materia en forq¡a ifr;:azOJfabje, poniendq err;'riesgó el goce 

n Aplicable a !a materia en virtud de lo dispuesto en el articulo 6 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental. 
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efectivo de alguno de los derechos de la persona, máxime que el attículo 
6o. de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental dispone que el derec!Jo de acceso a la información príblica 
se interpretará conforme a la Constitución General de la República, a la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, al Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Pollticos, a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, a la Convención Sobre la Eliminación ele Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer, y demás instrumentos internacionales 
suscritos y ratificados por el Estado mexicano, así como a la intetpretaci6n 
ljurisprudencia) que de ellos hayan realizado los órganos internacionales 

. ¡· d ,a especm tza os ·. 

Debe enfatizarse que dentro de un Estado constitucional los 

representantes están al servicio de la sociedad y no ésta al servicio de los 

gobernantes, de donde se sigue la regla general consistente en que los 

poderes públicos no están autorizados para mantener secretos y reservas 

frente a los ciudadanos en el ejercicio de las funciones estatales que están 

llamados a cumplir, salvo las excepciones previstas en la ley, que operan 

cuando la revelación de datos pueda afectar la intimidad, la privacidad y la 

seguridad de las personas. 

En ese tenor, información pública es el conjunto de datos de 

autoridades o particulares en posesión de cualquier autoridad, entidad, 

órgano y organismo federal, estatal y municipal, obtenidos por causa del 

ejercicio de funciones de derecho público, considerando que en este ámbito 

de actuación rige la obligación de éstos de rendir cuentas y transparentar sus 

acciones frente a la sociedad, en términos del artículo 6o., fracción 1, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los 

numerales 1 , 2, 4 y 6 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental. 

Apoya lo anterior, la tesis 2a. LXXXVIII/2010 de la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y texto siguientes: 

"INFORMACIÓN PÚBLICA. ES AQUELLA QUE SE ENCUENTRA EN 
POSESIÓN DE CUALQUIER AUTORIDAD, ENTIDAD, ÓRGANO Y 
ORGANISMO FEDERAl., ESTATAL Y MUNICIPAL, SIEMPRE QUE SE 
HA YA OBTENIDO POR CAUSA DEL EJERCICIO DE FUNCIONES DE 
DERECHO PÚBLICO. Dentro de un Estado constítucional los 
representantes están al setVicio de la sociedad y no ésta al setVicio de los 
gobernantes, de donde se sigue la regla general consistente en que los 

9 
Novena Época, Registro: 164028, Instancia: Segunda Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, Tomo XXXII, Agosto de 2010, Materia(s): Constitucional, Adrninistrativa, Tesis: 2a. 
LXXV/2010, Página: 464. 
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poderes públicos no están autorizados para mantener secretos y reservas 
frente a los ciudadanos en el ejercicio de las funciones estatales que están 
llamados a cumplir, salvo /as excepciones previstas en la ley, que operan 
cuando la revelación de datos pueda afectar la intimidad, la privacidad y la 
seguridad de las personas. En ese tenor, información pública es el conjunto 
de datos de autoridades o particulares en posesión de cualquier autoridad, 
entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal, obtenidos por 
causa del ejercicio de funciones de derecho ptíblico, considerando que en 
este ámbito de actuación rige la obligación de éstos de rendir cuentas y 
transparentar sus acciones frente a la sociedad, en términos del articulo 6o., 
fracción /, efe la Constitución Política de /os Estados Unidos Mexicanos, en 
relación con/os numerales 1, 2, 4 y 6 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Ptlblica Gubernamenta/"10

, 

La rendición de cuentas implica informar, explicar y justificar sobre las 

acciones de los servi~Ores públicos en el 2uniplimiento de sus obligaciones y 

en el manejo de recursos, así c.omo determinar las sancié:lnes,que se deriven 

de su ejercicio. Ade[llÉ\S, imphc¡:¡ que.(:;ll EstéJ.do disp,onga
1
i:Je esquemas que 

' ' ' ' ' ,; .,,. ' JP:-' 

aseguren el acceso a la.,inforrn.~ciqna losQ'i~~~d?,r16~,,y potarlos de derechos 

y herramiént~s parél. exigirpi;¿r!Ía~ 1) •• ~~··r~: Óndé cu~ntél.s es fundamental 

en un Estad~ ~~ ~etechª;'DV?~va4~,~$.. ~Ót~/t. de vincular y exigir 
;' ';·:: ,;' __ ,-: .·· J··.< §:·) ;;_;- :!: ;)J ,jr· , \:,·:,.;f.. '{<~~<,: .. ··v--··:(;._, <~:;'<:~;:::;L.:>·\\ ·.·' ,.::> · .· •. 

transparencia y (3fici~pcia en l~,¡;¡~m <rr~j~n porp~li§'qe los gooernados. 

Para que exista un'si .··. : ~~'cJQ~,~iid~dO,~rl:I~Teh,dición de. cuentas, es 

necesario un sistema abi.ert lnfdithaciónpabli~a, ia cual tiene como fin 

que los g~b~rni(j;$ érerzar u~: 'Ó~nlrol r§speb~¿ 'del ~~hcionamiento 
institucional de los ~;dl'íres públic6~, ~0fi6 que se perfila como un límite a la 

exclusividad,.~;:;t~tal en el manejod~{l¡;tipf~rmación y, por ende1 como una 

exigencia sÍ&ial'de todo Estado de Derechd. • 

2: :,Qerecho a la verdad• en. c~sos de gra:víls violaciones a los 
'·' .; 

derechos Jiumartos. 

El derecho a'laveréÍ~d';cre~6¡,~~~d~·'e~~lícitarnente como respuesta a 
•' ··.····' •······ 

las desapariciones forzadas- se aplica también a otras violaciones graves a 

los derechos humanos. 

11; N.oV~:ná ÉPoca,':·R~gistrb: 164032,·.·~·~:st~ri'éia; ~~·Q'ú.~da §··a!a,;+esis· A\s·lida, Fuent~: Serl'lanaH·¿ Jud(2¡a{ de 
la Federación y su (~aceta, Tomo XXXII, Agosto de 2010, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: 2a, 
LXXXVIII/2010, Página: 463, 

11 Vid. "Transparencia presupuestarla y rendición de cuentas", Liliana Ruiz y 6scar Arredondo, Fundar, 
Centro do Análisis e Investigación, A.C. 
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Establecer la verdad y la responsabilidad de los crímenes graves 

ayuda a las comunidades a entender las causas del abuso y a enfrentarlas: 

sin el conocimiento preciso de las violaciones del pasado, es difícil prevenir 

que ocurran nuevamente. La verdad puede ayudar en el proceso de 

recuperación después de eventos traumáticos, restaurar la dignidad personal 

(con frecuencia después de años de estigmatización) y levantar 

salvaguardas contra la impunidad y la negación 12
. 

Cada persona tiene el derecho inalienable a conocer la verdad acerca 

de los acontecimientos sucedidos en el pasado en relación con la 

perpetración de crímenes aberrantes y de las circunstancias y los motivos 

que llevaron, mediante violaciones masivas o sistemáticas, a la perpetración 

de esos crímenes. El ejercicio pleno y efectivo del derecho a la verdad 

proporciona una salvaguardia fundamental contra la repetición de tales 

violaciones 13
. 

El esclarecimiento de la verdad puede iniciar el proceso de 

reconciliación en tanto que la negación y el silencio pueden incrementar la 

desconfianza y la polarización. Un orden político basado en la transparencia 

y la rendición de cuentas tiene más posibilidades de disfrutar de la seguridad 

y confianza de sus ciudadanos14
• 

Ahora bien, de un análisis a las resoluciones de la Corte 

lnteramericana de Derechos Humanos se advierte que ha reconocido el 

derecho a la verdad de las víctimas, los familiares más cercanos y la 

sociedad en su conjunto, y en este sentido ha sostenido lo siguiente: 

• El Estado está obligado a proveer a las familias de las víctimas la 

verdad sobre las circunstancias relativas a los crímenes15 

12 
En busca de la verdad. Elementos para la creación de una comisión de la verdad eficaz. Ed. Eduardo 

Gonzált~z y Howard Vamey, Brasilia: Comisión de Administía del Ministério de Justicia de Brasil: Nueva York: 
Centro Internacional para la justicia ttansiclonal. 2013,pp. 8'1. 

13 
COM!S!ÓN DE DERECHOS HUMANOS 61° período de sesiones. Terna i7 del programa provisional 

~ROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS. Impunidad Informe de Diane Orentlicher, experta 
Independiente encargada de actualizar el conjunto de principios para la lucha contra la impunidad, Adición Conjunto 
de principios actua.lízado para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la 
impunidad. 

14 1dem. 
1

~ Velásquez Rodríguez, Corte lnteramerlcana de Derechos Hurnanos (Ser. C) No. 4, 77 (1988). 
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• El resultado de todos los procedimientos investigativos debe 

ser divulgado al público para que "la sociedad sepa la verdad"1e 

• La sociedad tiene el derecho a saber la verdad relacionada con 

los crímenes para prevenirlos en el futuro1? 

• Las leyes de amnistía que impiden la investigación de los hechos 

sobre violaciones graves a los derechos humanos y el establecimiento de 

responsabilidades no están permitidas bajo el derecho internacional de los 

derechos humanos18
. 

Al respectO, es'imPo.da~tedest~car~l parágrafo 274 del asunto Myrna 
' ,', "' / < ,, Al ',, 

Mack Chang V;;. Guatemala de 25 de novi~ri\qrede 200$', Eil,Q que se señaló 

lo siguiente: 

"274. La corte ha reiti'J(·aazdo~8~~;,7t;~~~ de víctimas de graves .v, 
a la verdad. · · · 
En consecuencia, 
todo c!eben · se·r • i·n form~¡d(Js. 
violaOJbnes. Este ,rJerec:ng 
Dereclló 

··• irn:;Juyendo a los familiares 
. ./Jwilanos, tiene el derecho 

Como se ad~¡~~t;te, de lo. ~htefi.d~, a~·cibnfor~id~d con el Derecho 
'f 

lnternacional.~,e los·. ?erecbos Hurl)E\pBs"~sí. cprno delasi d(?císiones de la 

Corte 1 ntera~~t1éanq de Derec~os ~U~<tn~~;,;~ :advierte qú~. ·€;'~ casos de 

gravE¡;s lfioladioríes a derech9!>··'hüht~;~s:ur1~ to(tn:a de reparación 
<:_~;;_>5\i~ " ' ; '•,'' " ::¡ : _/;','' -:""'\ ' " ,;"'_,' -<'; -:· ' 

constitqye que tanto a los familiares d,e las víctimas, así como a la sociedad 

en su conjunto, conozcan la verdad de dichos heéhds através del acceso a 

la información. 

3. Límite a la información pública: La reserva de las averiguaciones 

previas 20
• 

';- ' ,:: : ,:, ::; ' '"::: ,' !> :::::;,_ ,- i ,,--:::-,-' ' ', ', ; ' ' 
1 ~ fV1yrnti. MB;9k Chá,n_9-~ G,9rté lnterameric~11~ de\lflereq~o-~ Hurr¡~o~:¿(s.~r,:: C);t~O:-- 1D:t1-274-,f5. ,{::2903). 
17

· Eí~mát¡> 11.~1~sqy~<; CRf\~Jpterªg¡!j!lic~Q'! dejlt¡,~~e~l>e~¡l,"um¡;.no'i\?{§erci(;),No, .91 ;¡77(29U2). 
18 Barrios Altos, COrte lnterámerlcar1á de LJ8rectros Humanos (Ser. crNb. 15 (2001). 
1

!1 Corte lnteramericana de Derechos Humanos Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala, Sentencia de 
25 de noviembre de 2003 (Fondo, Reparaciones y Costas) 

20 Al respecto véase el Amparo en Revislón 168/2011 de la Primera Sala de la Suprema Corte de ,Justicia de 
la Nación. 

25 
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El artículo 6° constitucional establece que el derecho de acceso a la 

información puede limitarse por: (í) el interés público; y (íí) la vida privada y 

los datos personales. 

Como se desprende de su lectura, dichas fracciones sólo enuncian los 

fines constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al 

derecho en comento, sin embargo, ambas remiten a la legislación 

secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan 

las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 

enunciados como límites al derecho de acceso a la información21
. 

Sobre este tema, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia t1a 

reconocido que es "jurídicamente adecuado" que las leyes de la materia 

establezcan restricciones al acceso a la información pública, siempre 

y cuando atiendan a las finalidades previstas constitucionalmente, así como 

que las clasificaciones correspondientes sean proporcionales y congruentes 

con los principios constitucionales que intentan proteger22
. En forma análoga 

se ha pronunciado el Tribunal Pleno en las tesis P. XLV/200023 y P. 

LX/200024
, concluyendo que es lógica su limitación por los intereses 

nacionales y los derechos de terceros. 

En cumplimiento al mandato constitucional y de conformidad con los 

lineamiento reconocidos por el Tribunal Pleno para tal efecto, la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 

establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, 

con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de "información 

confidencial" y el de "información reservada". 

~ 1 
El Tribunal Pleno llegó a las mismas conclusiones a! resolver la acción de iriCónstitucionaliclad 49/2009 el 

9 de marzo de 2010. Ver fojas 50 a 52. 
22 

Tesis aislada 2a. XU!l/2008, registro de IUS 169772, publicada en el Semanario ,Judicial de la Federación 
Y su Gaceta, tomo XXVII, abril de 2008, página 733, de rubro "TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN". 

n Tesis aislada P. XLV/2000, registro de IUS 191981, publicada en el Semanario JudiciAl de la Fedt1ración y 
su Gaceta. tomo XJ, abril de 2000, página 72, de rubro "DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA SUPREMA CORTE 
INTERPRETÓ ORIGlNALMENTE EL ARTÍCULO 6o. CONSTITUCIONAL COMO GARANTÍA DE PARTIDOS 
POLÍTICOS, AMPLIANDO POSTERIORMENTE ESE CONCEPTO A GARANTÍA INDIVIDUAL Y A OBLIGACIÓN 
DEL ESTADO A INFORMAR VERAZMENTE". 

N Tesis aislada P. LX/2000, registro de !US 191967, publicada én el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gact~ta, tomo XI, ábril de 2000, páglna 72, de rubro "DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE 
ENCUENTRA LIMlTADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS 
DERECHOS DE TERCEROS". 

... 26 
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Para proteger la vida privada y los datos personales -considerados 

como uno de los límites constitucionalmente legítimos- el artículo 18 de la 

Ley estableció como criterio de clasificación el de "información 

confidencial", el cual restringe el acceso a la información que contenga 

datos personales que requieran el consentimiento de Jos individuos para su 

difusión, distribución o comercialización. 

Lo anterior también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto 

en: (i) el segundo párrafo d.el artículo 16 constitucional, el cual reconoce que ' . . 
el derecho a la protección de''dat0s personales -así como al acceso, 

rectificación y cancelación de los misrhósl debe ser jM.f:llado por regla 
' ' o' '''- ,''>'·<ú/ 

general, salvo los casos ~xcepiion~l~s quesé pr¿ve~rY en la legislación 

secundaria25
; y (íí) Ja fratcjón\'\%: :d~l apart~~9· e, Cjel artículo 20 

constituciondl, qúe protecié 1alclenfíd~qy<qa~0~pers~'na'les ele las víctimas y 

Así pues, existetm di')feth c.eso al~ ihformación pública que 
\ ·,,: ·.·: .• ,;·} -.... \ .. :'. _:';q)' ",, .'--:._,-... ' -:·.;_ ,. ___ • - :. ' 

rige corno regla general, aungue limité\do, en forma también gen$rica, por el 
···::-é\?_:·.:','\•'"-:,::'>_}: :';_''- -,-._-:; ... <_;\;:-'·(:.':_:,_:.-- :.:, i-._ .i:' : : .. : : 

derecho a la proteéci6h c1~¡t~,¡ltp8 p~'rsonalés. Pór' l,o anterior; el acceso 

público -para ·· todast·las persOnas'·· ftídepéndienteméhte dél intE¡rés que 

pudieren tener- a los CléttÜs perscirlal~s diStintos a los del propíosolicitante 
·:. ·, ' ' 

de infdrmácí~~ sólo .· procE¡de }.\1. Ciertos supuestos, reconocidos 

expresamef1t~':¡j:er las leyes resp¡;¡cti~~s27 . 

'l;.'iA\ilícionafmente, la info~mabiÓ~ c9nfidencií'l' puede dar lugar a la 

clasifichéiÓn de un docufnentq e¡h, su tatalidád o: dé'~íedas partes o pasajes 

25 Acción de inconstitucionalidad 49/2009 rt?suelta el9 de rnarzo de 20i0, fojas 51 y f52. 
20 Acción d¡., inconstitucionalidad 49/2009 rem¡¡?.Jita el9 de marzo de 2010, fojas 52 y 53. 
'¿

1 Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental: 
Artículo 22. No se requerirá el consentimiento de los individuos para proporcionar los datos personales en 

los siguientes casos: 
l. (Se deroga). 
11. Los necesarios por razones estadísticas, científ1cas o de interés general previstas en ley, previo 

procedímie{lto por e_! .cual .ro PW~dan asociarse._19.s-dato~. persqf\q.les cop- el i_ndlviclUP.-? quien se. retieran; 
m .. Cuapdo se tra,nsrrHth!l entre syjetO~ obJJgadOs o ehtr~ depén.Qencias-y entidades, siempre y:cuar¡do los 

datos se utilicen para el ejerc:;icio.de(fq¡culta.de~rpt:'t;J_l)i_as q~ los_mísmos: · 
IV. Cuando exista una orden judicial; · · 
V. A terceros cuando se contrate la prestación de un seNicio que requiera el tratamiento de datos 

personales. Dichos terceros no podrán utilizar los datos personales para propósitos distintos a aquéllos para los 
cuales se les hubieren transmitido, y 

VI. En los demás casos que establezcan las leyes. 

27 
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del mismo, pues puede darse el caso de un documento público que sólo en 

una sección contenga datos confidenciales28 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la 

restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues 

puede permitirse su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el 

consentimiento expreso de la persona a que haga referencia la información. 

Por otro lado, para proteger el interés público -principio reconocido 

como el otro límite constitucionalmente válido para restringir el acceso a la 

información pública-, los artículos 13 y 14 de la Ley establecieron como 

criterio de clasificación el de "información reservada". 

El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de 

lineamientos bajo los cuales deberá reservarse la información, lo cual 

procederá cuando la difusión de la información pueda: 

1) Comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la 

defensa nacional; 

2) Menoscabar negociaciones o relaciones internacionales; 

3) Dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 

4) Poner en riesgo la vida, seguridad o salud de alguna persona; o 

5) Causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 

verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de 

contribuciones, control migratorio o a las estrategias procesales en 

procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no 

causen estado. 

Con un enfoque más preciso, el artículo 14 contiene un catálogo ya no 

genérico sino específico de supuestos en los cuales la ·información también 

se considerará reservada: 

1) La que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 

comercial reservada o gubernamental reservada; 

26 
Ello so desprende de la lectura integral de los artículos 42 y 43 de la Ley F<:deral de Transpartmcia y 

Acceso a la Información PtÍ!)Iica Gubernamental. 
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2) Secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 

3) Averiguaciones previas; 

4) Expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; 

5) Procedimientos de responsabilidad administrativa sin resolución 

definitiva; o 

6) La que contenga opiniones, recomendaciones o puntos de vista de 

servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo 

en el cual aun no se hubiese adoptado una decisión definitiva. 

Como evidencia ~~ listado aht~rior, la ley enunció en su artículo 14 

supuestos que, si bien pueden clasificarsé d¡;mtro dlf; lgs lineamientos 

genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de 

modo que no se presenta~en dud?s respecto a la necesidad de 

Tal es el caso de la's ~Verjguabi~r'Íes~;~viai, r~s C\Jales se consideran 

"información reservada", tanto des . . .. p~r~p~;:;tiva genérica como desde 

un punto de .vista es~~cítLco. \;tT¿~~ntq al eotoqu~ Ql'lr¡érico, la fracción V del 

artículo .13 de la ley Fede~~l'~€lt~~;isparet1cia;9 Ac~~s~ a la lr¡formación 
' __ , '-_,, Y/:,'"---"-< ___ \--':_:'iY-_---·--:, '_':.'_/·:_:. , ·,: 

Pública G~bernarneatal considera:ci~élr debe clasificarse como. información 

reserva~ a aquélla i'~'a~, puÜ~ ~·C:~q~a( uFI· serio perjuicio [ ... ] a la 

persecución eje delitos [y a] la ~~~élf'tidión de jqs\icia"; con un enfoque 

específico, laf~acción 111 del artí~Uio·Ú de la Ley senala expresamente que 

las averiguaciones previas serán consideradas .corllo información reservada. 

En el mismo sentido los p$rratos segundo y séptimo del artículo 16 

del Código Federal.de ProcedimientosPénalesestablecen: 

"Al expediente de áveriguación previa Onicamente tendrán acceso el 
inculpado, su defensor y la v/clima u ofendido o su representante legal. La 
averiguación previa así como todos los documentos, independientemente 
de su contenicio o naturaleza, y los objetos, registros de voz e imágenes o 
cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados. 
r J 
Al servidor público que quebrante la reserva de la información de la 
avenguación P(evi¡;¡ o propor,Bione,,copiq,.de lq$ .. documeptos ,q(!e contenga,. 
se le sujetará al proce/:Jiriliento dé responsaHi!idad ii!dministrativa o penal 
que corresponda"'· · 

29 
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Sobre el acceso a las averiguaciones previas (que han interpretado 

directa e indirectamente el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos 

Penales), es pertinente señalar los siguientes precédentes del Tribunal 

Pleno y de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

a. Acción de inconstitucionalidad 49/2009. 

En la acción de inconstitucionalidad 49/2009 se confirmó la 

constitucionalidad del artículo 5°, fracción V, inciso e, de la Ley Orgánica de 

la Procuraduría General de la República29
, y el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, consideró justificada, generalmente, la reserva de 

las averiguaciones al considerar lo siguiente: 

"En Eljercicio de sus atribuciones de investigación, la Procuraduría debe 
recabar una gran cantidad de información relacionada con los hechos 
delictivos, con los probables responsables, las víctimas u ofendidos, /os 
testigos e incluso terceras personas. Entre otros, se recaban /os datos 
generales de estos sujetos (como el nombre, domicilio, estado civil, 
ocupación, ingresos, entre otros datos). Así pues, las actuaciones de una 
investigación pueden comprender detalles muy íntimos de las personas 
involucradas en la investigación. Sólo a manera de ejemplo, es posible decir 
que, en una averiguación previa, puede figurar información aliente a las 
propiedades, cuentas bancarias, filiación, relaciones sentimentales o al 
estado de salud de los sujetos implicados en alguna indagatoria, entre otros 
detalles personales. El derecho a la protección de la información personal, 
incluyendo la que se puede encontrar en las investigaciones en curso a 
cargo ele la Procuraduría General de la Republica, está protegida en 
términos de la tutela que confieren los artículos 6', 16 y 20, apartado C. 
inciso V, ele la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos'00

• 

En dicha acción de inconstitucionalidad el Pleno concluyó que no era 

inconstitucional la facultad de la Procuraduría General de la República de 

abstenerse de entregar información a la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos siempre que se pusieran en riesgo31
: (i) investigaciones en curso; 

o (ii) la seguridad de las personas. Al respecto, el Pleno consideró que 

dichos supuestos coinciden esencialmente con los previstos en las 

fracciones 1 y 11 del artículo 6" constitucional, las cuales admiten excepciones 

~B "Artículo 5. Corresponde a fa Procuraduría General de la Repüblica: 
[. . .] 
V. Velar por el respeto de las garantías individuales y tos derechos humanos en la esfera de su 

competencif:J. t=n el ejercicio de esta tltn'bución la Procuraduría General de la República deberá: 
[. . .] . 

e} Pro¡)ot"Cioner información a fa Comisión Nacional de Derechos Humsnos [sic] cuando la solit~ite en 
ejercicio de sus funciones, 1ifflTJQ(JLYJ!!L!J.Q.JJS}.flg.a en riésqo investigaciones en_curso o la sem;ridad de personas¡ r .r 

30 Acción de lnconstitucionalidad 49/2009 resuelta el 9 de marzo de 2010 foja 54. 
:l

1 Acción de inconstituciondlidad 49/2009 el9 de marzo de 2010, fojas 47 a 49. 
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al acceso a la información pública para proteger el interés público o la vida 

privada y datos personales32
, situación que no hace más que confirmar la 

regla general aquí desarrollada. 

Por ende, consideró que el artículo 5, fracción V, inciso e) de la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de la República era el medio menos 

restrictivo de garantías a través del cual se logra el objetivo de salvaguardar 

la correcta integración de la averiguación previa y la seguridad de las 

personas y, consecuentemente, proteger las garantías de diversos 
', ' ',\ ,, '1 ~ 

individuos que tií'lnén(relaciÓn co'n,Ias invéstigaciones de una averiguación 

previa. 

Corno se advierte de lo anterior, Ja Suprerl18,,,Corte de Justicia de la 

NE~ción sentó un criterio genériCb ~n tÓmo ¡¡¡,!~$ ávéri~~ac·¡ones previas sobre 

delitos dél orden comúnyféderal,' ;¡h ém'~¡;\J:gb;' !'lo ~mitió criterio sobre 
,; '" '', i\•>\1!'-'' '' ' 

aquellas que se refirieran áviól<,~ci esgravés de derechos.humanos. 

b. Acción de incons ; uct~n~Jjciat:l 261ª009: 

asimismo por la Comi~ión Nacid~al d~'lol)~~f~~hds HUmanos: respecto a 

los párrafos segundo y sexto del a~íclll~ 16 del Código Federal de 

Procedimie~t:~;rper\ales, bGbo: 'un~ 4~$estlma~ion de lá acción de 

inconstitucio~alidad. 
:1>:-- --:·- ' ", -' ' ' ' 

' ,?Lo anterior, porque en ¡;¡1 proyeqto puésto,a· c;o~sioéración del Tribunal 

Pleno, se había sosteniclo d(;lcJél,rarinfumdEl,ooE;Jos argumentos y reconocer la 

constitucionalidad de estosd.os.p~rrafds, atconsiderar que la estricta reserva 

es una medida que pretendesalvaguardar el sigilo en las investigaciones, la 

garantía del debido proceso penal y los derechos de las partes involucradas, 

por lo que persigue un fin legítimo. 

Sin embargo, sometido a votación el ,proyecto, .consistente .en 

reconocer la valídeZ.del. artícUlo 1 ~' ·P~r~afos segJndo, parte segundk, y 

:~<Acción de inconstituciona!idad 49/2009 el 9 de marzo de 2010, fojas 50 y 51. 
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sexto, del Código Federal de Procedimientos Penales,. existió una mayoría 

de 6 votos en contra de reconocer la validez de los artículos33
. 

Por ende, al no obtenerse una mayoría de ocho votos por la invalidez 

del citado precepto legal, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 

105, fracción 11, párrafo último, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y 72 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11, del 

Artículo 105 constitucional, el Tribunal Pleno determinó desestimar la acción 

de inconstitucionalidad respecto del artículo 16, párrafos segundo, parte 

segunda y sexto, del Código Federal de Procedimientos Penales, no 

obstante la mayoría de los señores Ministros en contra de la 

constitucionalidad de dicho artículo. 

c. Amparo• en Revisión 173/2012. 

Posterior a dicha acción de inconstitucionalidad, en el amparo en 

Revisión 173/2012 resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, se consideró que los párrafos segundo, tercero y sexto 

del Código Federal de Procedimientos Penales, transgreden el derecho 

humano de acceso a la información respecto a la absoluta reserva en la 

averiguación previa. 

Lo anterior porque la Primera Sala consideró que el derecho de 

acceso a la información pública no era absoluto y que encontraba sus límites 

en el interés público, la vida privada y la información referida a los datos 

personales; de ahí que el precepto señalado violara este derecho, toda vez 

que prevé que toda la información contenida en la averiguación previa 

debe considerarse reservada sin contener criterios que permitan 

determinar casuísticamente cuál es la información que debe reservarse. 

Al respecto, consideró que la limitación de acceso a la información 

pública debe vincularse objetivamente con la realización de una prueba de 

:n Por parte dú los set'lores Ministros José Ramón Co~;sío Diaz, Arturo Zaldivar Lelo de Larrefl, Luis María 
Agul!ar Moralüs, Sergio Armando Valls Hernández, O!ga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Juan N. 
Silva Meza. L.os señores Ministros Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Margaríta Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco Gonzil!ez Salas, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Guillermo 1. Ortlz Mayagoltia votaron a favor del 
proyecto. 
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daño, la cual consiste medularmente en la facultad de la autoridad que posee 

la información solicitada para ponderar y valorar mediante la debida 

fundamentación y motivación, el proporcionarla o no, en tanto que su 

divulgación ponga en riesgo o pueda causar un perjuicio real al objetivo o 

principio que trata de salvaguardar, y de manera estricta debe demostrarse 

que el perjuicio u objetivo reservado, resulta mayormente afectado que los 

beneficios que podrían lograrse con la difusión de la información. 

Dichas consideraCiones dieron lugar a los siguientes criterios: 

A 
1
ÍA AV~RIGIJAdió":(i ·, Ol:.it=IJ"M 

I"'Al'<tO~rLI:::i SEGUNDO, TERCERO Y SEJ(Tti'Jí .. DEL .. 

d~~a~,~~~~~J;~(3~i: . .r:i,i!fv:;;;,:i~1 co;·¡te.ner crttericJs que 
de!'ennim9rr q¡1e debe 

m.,erv.arB•9 · in·fC>r;7ii!í<oión púl:ifica debe 
.,,0tyi:;t¡'líarner1te·con lf!re.a•flzlíciCín,; ele lil7il>P4De1Ja clá ~á !Jo, ía cual 

autor.idad que posee la 
VPthodll'' medifÚ;te' 'lli debida 

.· .. fundamentación. y .on)oc•r6~6ñilfla t9nto que su 
'·•·i'' g¡yu!ga9ión, ponga • al objetivo o 

· '"''flrircipio qué tmta demostrarse 
que.elperjuí0io u que los 
ber¡~ficios que información. Lo 
anterior. conf(J.rme de acceso a la 
información,· pr:f;viúcl 1/1, de la Constitución 
Política de •los . . cual dispone que toda 
persona, sin necesidad " . · interés alguno o justificar su utilizacíón, 
tendrá acceso gratuito a la información públíca'"'4 

"AVERIGUACIÓN PREVIA. LA RESTRICCIÓN A SU ACCESO PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 16, PÁRRAFOS SEGUNDO, TERCERO Y SEXTO, DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, ES 
DESPROPORCIONAL. El precepto citado establece que: a) al expediente 
de averiguación previa sólr¡; let¡drá.n aCcf;sO el inculpado, su defensor, asf 
como la víctima u ofendido.ó su representantelegal,. b) 111 documentación y 

'-~ Epoca: Oécirna f~poca, Registro: 2003806, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXII, Ju!ío de 2013, Tomo 1, Materia(s): Constitucional, 
Tesis: 1a. CCXVII/2013 (10a.), Pág\na: 533. 
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los objetos contenidos en ella son estrictamente reservados; e) para efectos 
de acceso a la información ptíblica gubernamental únicamente deberá 
proporcionarse una versión pública de la resolución de no ejercicío de la 
acción penal, a condición de que haya transcurrido un plazo igual al de la 
prescripción de los delitos de que se trate, conforme al Código Penal 
Federal, sin que pueda ser menor ele tres ni mayor ele doce años, conti')cfos 
a partir de que dicha reso/Vcíón haya quedado firme; y d) el Ministerio 
Público no podrá proporcionar información a quien no esté legitimaclo, una 
vez que haya ejercido la acción penal. Ahora bien, la restricción de acceso a 
la averiguación previa contenida en el artículo 16, párrafos segundo, tercero 
y sexto, ele/ Código Federal ele Procedimientos Penales no resulta 
"proporcional", al no existir una adecuada ponderación entre los principios 
en juego, esto es, entre el derecho de acceso a la información pública y el 
fin y objeto que busca con su restricción, específicamente el interés público 
o general inmerso en la función pública de investigación y persecución de 
los cielitos. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la regla de 
máxima publicidad que rige el derecho ele acceso a fa información no es 
absoluta, pues existen excepciones tratándose del interés público o general, 
también lo es que éste, como concepto jurídico incleterminado, sirve para 
validar fa restricción establecida en los preceptos reclamados. Ello, porque 
dicho numeral no establece cuáles son las razones específicas de interés 
público que autorizan a reservar toda fa información contenida en. las 
averiguaciones previas. Así, al establecer el legislador un supuesto general 
de que toda la información contenida en la averiguación previa debe 
considerarse en reserva, sin decir qué se entiende por interés público, 
impicle que el órgano respectivo pueda discernir su actuar, fundando y 
motivando su determinación para considerar las condiciones en fas que se 
encuentra o no rese/Vada la información''35

. 

4. La excepción a la excepción: el acceso a la información, aun 

tratándose de averiguaciones previas, en casos en que se 

investiguen hechos que constituyan graves violaciones a 

derechos humanos 

Como ha sido debidamente expuesto, en materia de derecho a la 

información pública, la regla general en un Estado democrático de derecho 

debe ser el acceso y máxima publicidad de la información; sin embargo, la 

regla general presenta algunas excepciones, las cuales, por mandato 

constitucional, deben estar previstas en leyes en sentido formal y material. 

Una de estas excepciones es el caso de las averiguaciones previas, 

cuyo contenido debe considerarse corno "estrictamente reservado", en 

términos de lo dispuesto en los artículos 16 del Código Federal de 

Procedimientos Penales, 13, fracción V, y 14, fracción 111, de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 

x, t.poca: Décima tpoca, Registro: 2003923, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: 
Semanario Judicial de la Fedéración y su Gaceta, Libro >G'<II, Julio de 2013, Tomo 1, !1.1ateria(s): Constilucionaf, 
Tesis: la. CCXV/!2013 (10a.), Página. 552. 
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Ahora bien, esta limitante tampoco puede considerarse como absoluta 

y presenta una excepción36 -de modo que estamos ante una excepción a la 

excepción- consistente en que, de conformidad con lo dispuesto en el último 

párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, no puede alegarse el carácter de 

reservado cuando la averiguación previa investigue hechos 

constitutivos de graves violaciones a derechos humanos o delitos de 

lesa humanidad. Por esta razón resulta inexacto lo argumentado por la 

Procuraduría Generar de lá ~epublf~a o .el (FAI en el sentido de que las 

averiguaciones previas y todo lo que esté relacfonijldO con ellas, 
' ,,, ·>-: ''-·,,__ .i>_ ,->- "'f_t;;;/'"'-·' 

independientemente de st.J contenido o naturaleza;:: se consideran 

estrictamente reservados, pue? diétia ~flrm.acíón §d¡¡laya la excepción a la 

excepción antes planteadá. · · 

Las averigúáciones previas s~maotienen>reservadas en atención a 

que .la difusión de Ja lnfdtm~ctp~~~~~~t~nipa e~ ell¡;¡s poqría afectar la 

persecución de delitos y; cq(;¡ ~lió;. a/' si!3t~(11El: de ·.iQlp~rtición .. de jysticia. A 
,;_,<{ti_ :,• -~-- ·-.:;_~--:,.)' ¡-,·:, <, ''::'_-:.:_.- "<,:~- \'_ ~-i, ~: ·-;;_ >.- ,~-_:- 1 ;/ "' 

pesar de lcr anterior, la li;) · JO ()'ÓQlO excépt;:(ort a la reserva de las 

avériguacjdne!!l•pre~.i~saqU'~H~~;~~~ós:~~tre~o~. ~r¡J~s cLales'el delito 
" <. - ·-;;Ftrs:fL _ . _\ :\_~-----¡:<_-_ _.-,_:;, \'r. __ <·:,;_<·<--->:-<_--·:·~·- :·:_ :r~ ----_._ __ -:->-.'_ · 

persegt.¡idQ. es de taiF¡,.gravedad tJIJ!:l\ t!l.íi')tl¡lt~~tpublico en m9ntener la 

averiguación. previa en rese~~~éve ~~pet.id~ p~r !i)l interés de la 
-/<~; __ .,-_ ">:-~_:;:- ' .:, .::-: ' ' -,' i/ .- __ ,';-· ·,;~::,__:-- ':';' '----- ,-; -::_-:_:' -:', ' ( ---~:~-~:-., ' ' ' ".< -->::, _,..,-. :-: :/ -~~ 

sociedad eH%;~1;{1\'cohjunto de c0rlocer tod~s'lasdiligene.iá¡sque se estén 

llevao.do a c~bo para la oportuoa>tn~e;tl~~~!bn, CfetJrrdión, juicio y 
' .J,-'--f ,;¡¡;- - -~ ' ., ' ', ,._,.;-,,,._', :':; <" _i;{i-::\:ft, J ___ -___ .. __ , ', _-/ ,-:-' ¿ 

san~ifn:*de los respon&abl.és, tal como lo reconoció la Primera Sala de la 
''\>~_;:;<·_·;' ' ,;', >: '->_ ·-¡·,.-. \ i:l ,'---.-,_ ,• /i'_',,_,~-,:: ______ ,:''>· 

Suprema Corte de .Justicia de la. Nach:ln enef Artlpc\ro erí Revisión 168/2011. 
' o', •), 

Estos casos de. excepCif>n son las investigaciones sobre: (i) graves 

violaciones a derechos humanos; y (ii) delitos o crímenes de lesa 

humanidad. 

Por lo anterior cobra una especial relevancia la necesidad de 

permitir el acces(l a, la informac¡:ión ;que conste en averiguaciones . J- .. . . . .... 

~o La Ley sólo prevé una excepción en el que concede acceso a información pl1b!ica que se encuentre 
clasificada como reservada. Adicionalmente, el artículo 15 de la Ley prevé dos casos en los cuales la información 
podrá ser desclasH!cada: (1) cuando se extingan las causas que dieron origen a su clasificación: o (ií) cuando haya 
transcurrido el periodo de reserva. 
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previas que investiguen hechos que constituyan graves violaciones a 

derechos humanos o crímenes de lesa humanidad, pues estos supuestos 

no sólo afectan a las víctimas y ofendidos en forma directa por los hechos 

antijurídicos, sino que ofenden a toda la sociedad, precisamente por su 

gravedad y por las repercusiones que implican. 

En este sentido, se pronunció .la Corte lnteramericana de Derechos 

Humanos, al resolver el Caso Radil!a Pacheco vs México, al interpretar el 

artículo 14, fracción 111 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Público Gubernamental, al señalar que no se considera 

información reservada las averiguaciones previas que investiguen 

violaciones graves violaciones a derechos humanos·. 

257. En todo caso, el Tribunal destaca que la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental viflente en 
México, efectivamente, en el articulo 14, fracción 111, dispone que se 
considerará como información reservada 'las averiguaciones previas'. Sin 
embargo, en esa misma disposición, dicha Ley también establece que "[n]o 
podrá invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la investigacíón 
de violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa 
humanidad". 

258. Tomando en cuenta lo anterior, y en aplicación del articulo 29 b) de la 
Convención Americana, la Corte considera que debe entenderse que el 
derecho de las v/climas en este caso a obtener copias de la averiguación 
previa conducida por la Procuraduría General de la República no está sujeto 
a reservas de confidencialidacf, en tanto que la misma se refiere a la 
investigación de delitos constitutivos de graves violaciones a los derechos 
humanos, como lo es la desaparición forzada del ser1or Rosendo Radil/a 
Pacheco. De esta manera, las víctimas en el presente caso deben tener 
derecho al acceso al expediente y a solicitar y obtener copias del mismo, ya 
que la información contenida en aquél {JO está sujeta a reserva. 

5. Connotación de las graves violaciones a los derechos humanos y 

los delitos de lesa humanidad. 

Ahora bien, es necesario precisar el concepto de las violaciones 

graves a derechos humanos y los delitos de lesa humanidad a fin de dotar 

de contenido al artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental. 
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El Título Tercero del Código Penal Federal tipifica como delitos 

"contra la humanidad" la violación a los deberes de humanidad (respecto de 

prisioneros y rehenes de guerra)37 y el genocidio38
• 

Adicionalmente, el Estado mexicano ratificó el Estatuto de Roma de la 

Corte Penal Internacional, adoptado en la capital italiana el diecisiete de julio 

de mil novecientos noventa y ocho. Por lo anterior, el treinta y uno de 

diciembre de dos mil cinco, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 

decreto por el cual se promulgó dípho Estatuto, el cual define qué son los 
', '\. ,'\, "'! ~.·; '·\. ·; .>: 

delitos de lesa hl)rt~anidad y estab!~ce ur¡ ¡:at¡:ílqgo sobre las conductas qUe 

deberán considerarse como tales. 

"Articulo 7, 9rfi1Jimes (jirl~sif!;h(,IJ1~1ll(fad' · · 
1 A lps etect~s del g(eSf!~fé¡~sl/ii(U 
11urnanidád'' cuálquier:ii · d#?c !os•láct~s 
p~rte .de un (ltaqy<J. g~¡r;efi!l~<i.,dó,¡ip,:~ 
ciVil y cbn.conoclhiiento de CJ.ictí'/5 '!taq 
a) Asesinatpi · · ' .·.· . . 
b) Exterminio; ., 
e) Esc/avítud. 

ge?il\l:pór "crilnen de lesa 
· do Se com13ta como 

ufl.l,l< población 

d) Deportación ? tráslado(oo:osp. CJ'Iii)ob)ací6t1, 
e) Encarcelación u otra r:fcivacióhgrave de la fi/Jert~d ffstca en violación de 
normas fundamentales di!' derecho internacional; · ·· 
f) T <·: ',.~'{{ ., ' 

.· ortura; .· . . '':\ ,,, . . • .· . . ·' 
g) Violar;ión, lisc(avituds'éxuaf¡prqs~ltucíón forzada,. ¡;¡mbarazo forzado, 
esterilización fqi!Zada ti otros abí~So$, sexu¡.¡les de grav;eC{ad comparable;. 
h) Persecucii!rfí•; .. d~ 1!11 , g~tiPo Q, <;q{e,c{i,Yfd~d COfl identic¡aC! propia 
fundada en moti/Jos políticos. raoi¡¡lés, f1a6~o'latey, étnicos, culturales, 
religiot;bs, éje génerp defihídQ( én el<f'}r3ct!eto 3, u otr?s e motivos 
univ"!rsalmet1te reconocidos cornQ; iaft~eetables.. c9n arreQlo, al. derecho 
mtef/11¡¡~1final, eti conexión, cgf1.-:ciu¡fqtJier #.icto 'm0pcioriado en el. presente 
párrafo 'o con cualqt.¡iW cnmon de.· la conlpetenbi¡J de. la Corte, · 
i) Dl!lsaparidíón fomit:Ja depers0nas; 

.·+'i)EI cnmen de !Jpaqheid; ' / ,, .. ·.· . .·· .... ..· ..•. . 
•. ,,,#!}Otros actos inhuma tÍos dé cáráCÍsr ~Jimi~ar (¡u e 9?.tfSe[) lntsncionalmente 

grondiiJS suf~imienWs o ater¡te[) gri'j,'yBfJ]í#ll:t~ co!)tr¡¡'lf!jlítegridad física o la 
salud menta/o física. ., '< ·.·.. · · :. · · 

;¡t Código Penal Fecleral: , .. . . ..> >.-.. ..-. .. , 

Artículo 149.- Al que violare !os- d.ebér~.~ d{f.,humanidad en los prisioneros y rehenes de guerra, en los 
heridos, o en los twspita!es de sangre, sé le fipllCará por ese sólo hecho: prisión de tres a seis años, salvo lo 
dispuesto, para los casos especi-ales, en las leyes mHltares. 

38 Código Penal Fedeml: 
Articulo 149~Bis.- Comete el delito de genocidio el que con el propósito dt) destruir, total o parcialmente a 

uno o rnás grupos nacionales o de carácter étnico, racial o religioso, perpetrase por cualquier medio, delitos c:ontra 
1st vida de miembros de aquellos, o impusiese la esterilización masiva con el fin de impédír la reproducción del 
grupo. 

Por tal delito se Impondrán de veinte a cuarenta años de prisión y multa de quince rn!! a veinte mil pesos. 
Si con idéntico propósito se llevaren a cabo ataques a la integridad corporal o a la salud de los miembros de 

dichas comunidad,es.o se.tra~!~.daren de ella~ a;:ptros ~.rupos }Jl.enores.:·.de;9iez:.Y seis ,~ños;;,.eiJ!ple.ar¡do .para .. ell.o la 
violencia física o (ll~fal, la.sanci9n $erá de;·cinqo:.~,yeint~ añO,?id~. prisiQrw ¡;nWt~iDe ~?~·m.iJ:?~,s!eteJnilp~sos<' .. : 

Se aplicarán la;¡ iní$ma~ s~~eíone~.%eij~l~das:~n ~~ Piílfalo:ame;\0¡, a qule;,. 0orTt ig~,aJ:prop6l¡it~ s.tln1ota 
intencionalmente al grupo a condldohes de' exisiBriéia que hayan de ac8rre"ai'Su 'destrucclón tísica, total O parcial.' 

En caso de que los responsables de dichos delitos fueran gobernantes, funcionarios o empleados púb!lcos y 
las cometieren en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, además de las sanciones establecidas en este 
artículo se les aplicarán las penas señaladas en el artículo 15 de la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y 
Empleados de la Federar::lón. 

37 
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2. A los efectos del párrafo 1: 
a) Por "ataque contra una población civil" se entenderá una línea de 
conducta que implique la comisión múltiple de actos mencionados en 
el párrafo 1 contra una población civil, de conformidad con la política 
de un Estado o de una organización de cometer esos actos o para 
promover esa polftica; 
[. .]. 
3. [..] 

Consecuentemente, se considera como crimen de lesa humanidad 

cualquiera de los delitos incluidos en el catálogo previsto en el artículo r, 
párrafo primero, del Estatuto de Roma -que incluye la desaparición forzada 

de personas- siempre y cuando se cometa como parte de un ataque 

generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de 

dicho ataque; entendiendo por ataque generalizado contra la población civil 

la línea de conducta que implique la comisión de actos mencionad~s en el 

catálogo de referencia contra una multiplicidad de personas dentro de dicha 

población; mientras que por sistematizado debe entenderse que los actos se 

cometan de conformidad con la política de un Estado o de una organización 

de cometer esos actos o para promover esa política, es decir, en 

seguimiento de un plan preconcebido, que excluiría a aquellos actos 

cometidos al azar. 

Respecto a las graves violaciones a derechos humanos, resulta 

fundamental acudir a la interpretación que sobre el tema han elaborado tanto 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como la Corte lnteramericana de 

Derechos Humanos. 

La Corte lnteramericana de Derechos Humanos ha desarrollado, al 

igual que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, criterios sobre qué 

debe entenderse por violaciones graves a derechos humanos, tal y como se 

observa en el párrafo 139 del Caso Radilla Pacheco Vs. México: 

"139. En el derecho internacional/a jurisprudencia de este Tribunal ha sido 
precursora de la consolidación de una perspectiva comprensiva de la 
gravedad y el carácter continuado o permanente y autónomo de la figura de 
la desaparición forzada de personas. La Corte ha reiterado que ésta 
constituye una violación múltiple ·de varios derechos protegidos por la 
Convención Americana que coloca a la vrctima en un estado de completa 
thdefensión, acarreando otras vulneraciones conexas, siendo 
particularmente grave cuando forma parte de un patrón sistemático o 
práctica aplicada o tolerada por el Estado. La desaparición forzada 
implica un craso abandono de los principios esenciales en que se 
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FOR!;1AMi5 

fundamenta el Sistema Interamericano. v su prohibición h<l alcanzado 
carácter de jus cogens"". 

Al1ora bien, del análisis de las consideraciones de la Corte 

lnteramerícana de Derechos Humanos se desprende que la clasificación de 

violaciones a derechos humanos como "graves" atiende más a criterios 

cualitativos que cuantitativos. 

o apoyo del Estado). 

'Ó\ 
''7 

En esté sentid() .• li:t ~ri~"lf'ltª·~á'~~~,l~l;lt<¡S~¿!¡m~.Gp¡:te de Justicia de la 

Nación en el Amparo en P!ev: Jo~ ~.GB14Óf1 $eñ~IQ 111. s¡igulente; 

"De• 1; anterior se cis qp.~\ '¡s! cnte'r!Ó>&J~/Jtat¡vc; de,. la Corte 
lnterar;nericana ?oincídecon .. · ... el!liil,S~pr:ema Corte de J(J~ticia de le Nación. 
pues en ámlíos r;~sot; ~ereco(Jocen como (jrEjves v)ol~c/([nes a df3,rechos 
humapos, delitos' 'trt¡e revisten c,ief/a~ ,caractf!dsticaJ? qu~ tos dotan de una 
trascerqencia social, l!lfectando río sóf() i!J la víctima sino.a tod.á la sociedad, por 
la intensidad d&la ruptura que representan para el orden constitucional". 

6. Decisti>,~~s dél SisteméiiJniv~rséll, .lhter~mericam> é.thterno para 

la Protección de los D~rectros>Humarros sobre lbs casos de los 

<~~écuestros y .as~sinatos d: ;~s mit¡riñte~ ~ñM~xico. 
Respecto a fa g¡-ave9ad .de las .viol<:tcíones a los derechos 

fundamentales de los migra[]tes ~e han pronunciado diVIO)rsas instancias 

nacionales como internacionales. 

~n Corte IDH. Caso Radil!a Pachaco, párr. í39. 
40 aquiescencia. (Dellat. elcquiescentTa). 1. f. Asenso, consentimiento. 

41 toler~r. 
(DellaL toler¿re)., .. · . . . . . · 
L tr. Sufrir, Hevarcon·pacie~7,ia. . .,\ . . , . :':' ··-- >'· ,>.· __ . .· .. / 
2. tr. Permitir algo que no 'seo tíene por lícito, sln ·aprobfirlo ~xpresamente. 
3. Ir. Resistir, soportar, especialmente un alimento, o una medicina. 
4. tL Respetar las ideas, creencias o prácticas de los dernás cuando son diferentes o contrarias a las 

propias. 
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Se ha señalado por diversas organizaciones que el reclutamiento 

forzado de personas migrantes, particularmente de hombres jóvenes, es una 

clara amenaza contra la vida, la seguridad y la integridad. Algunos sufren 

esta condición cuando no cuentan con nadie que pueda pagar su rescate; sin 

embargo, hay otros que han sido privados de su libertad con el único 

propósito de obligarlos a realizar actividades ilícitas. Los testimonios de los 

sobrevivientes dan cuenta de la magnitud de esta problemática en los 

estados de Tamaulipas, Zacatecas, y Coahuila, así como en la ciudad de 

Monterrey, Nuevo León42
. 

Los relatos señalan que las personas migrantes son utilizadas para 

combatir frontalmente contra otros grupos del crimen organizado o contra las 

fuerzas federales. 

Algunos son llevados a los campos de entrenamiento, otros son 

llevados directamente a los enfrentamientos y dotados de armas de fuego, 

sepan o no utilizarlas. De acuerdo con lo narrado por las víctimas, los 

migrantes son preferidos por la delincuencia organizada, pues suponen que 

han pertenecido al ejército, a la guerrilla, o a las pandillas en 

Centroamérica43
. 

Distintos testimonios recabados por casas de migrantes dan cuenta de 

la tortura física y psicológica que las personas migrantes víctimas de 

secuestro han sufrido. Golpizas y "tablazos", así como la privación de 

alimentos, el mantenerlos desnudos, la restricción de necesidades 

fisiológicas, la privación del sueño y el ser amenazados con armas, machetes 

o cuchillos de manera constante, son, con frecuencia, ejemplos del ejercicio 

de la tortura física. Estos actos van acompañados de humillaciones, insultos, 

burlas y agresiones sexuales, pero también de la obligación de golpear a sus 

propios compañeros, de presenciar asesinatos y violaciones sexuales; todas 

ellas, formas de tortura psicológica44
• 

42 
Cuaderno coedftado por el Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, A.C. y la Casa del M1'grante 

ele Saltilln, htlp:Ue;enitQQrodh.orQ.mx QIQQ.b@.QSmllQP.m.Qh..Qrg.mx, Saltillo, Coahuila, Primera edición: México, D.F., 
d\ciecnt)re de 201 1. 
43 ldem. 
44 ldem. 
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Al respecto, se advierte que diversas instancias nacionales e 

internacionales, como la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el 

Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares de las Naciones Unidas, la Relatoría sobre 

los derechos de los migrantes de la Comisión lnteramericana de Derechos 

Humanos, y el Relator Especial sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias 

o arbitrarias de las Naciones Unidas, han manifestado su preocupación por 

los hec~1os acontecidos conlos migra[ltes. 

A. contim¡ación se procede a indicar dichas decisiones de los 

organismos nacionales e internacionales, 

a. Informe Esptl~ial de la /có'n1i~i~~"' Nacional de los Derechos 

Hum¡:~nos sobre los casos de sed'ije~tro eh contra de migrantes 
' ,' ' ' ' "'<<li}jlf+'' '' ,', ' ' ' 

de 2009 y 2011. · 
"i: 

La Comisión Nacional ,p~.los··~ere¿hbs Hdm.anos antes de que se 

hallaran las fosas clandestifí,#"~Ji Sa~ ~ernan'\lÓ,. rái¡,'aulipas y en Cadereyta 
''+)!Fe- -,' ' ' - ' - ,, -- -- ', "- " ·- , ' 

Nuevo León, había ri),ostfado. s.J prebtupaciéJn en torno e¡ los 11lignantes como 
, <_ >,. ___ ,,-_,_-:_/~«~Y:_:·· ___ -_- __ --':_--·\'-,,-:--,>-._,_,'--:"'<:\:'_--''"><_',-<<,; ___ --'__:'"'¡., t': -_,-_ ·:: ·,_,.,,_"'_/> 

víctimas ·di;) delitos ·'J:¡éll;¡eiractospqt la t;leltnct.Jén.cia organizada •con apoyo o 
,, ' •' ' 

toleranciadel Est~do. 
;,_;, ; '; ' 

. F;:n el í~~~r:e especial de laCNPH:tl~.2009"s¿áseveró lo siguiente: 

/0 .1¡ "DUrante I0/2 s~{SU{(Je~~s en que se c)e}Jarroll<~ la presente 
·•· ;fñv.estigáción, este prgan¡si!lO nacional (!J'{Q conoc{~pi<~nta .de 198 casos de 

séC!Jestro de migrantes, c.an,kn pfomedioide :33 e;ve~to§ por mes, lo que 
representa ;nas. de UIJ (7V,e!)t9(:1e• secue$1f(;j (;ild(ldía;''asimismo, se obtuvo 
información queir]~ic~ qu~ f!l nqme,[oi~e m[granlés que fueron víctimas ele 
privación de su.!ib.erti'Jd fue de 9;'(¡$/{.pe~sonas, es decir, más de 1,600 
secuestradospot mes. · · 

(. .. ) 
De estos datos se desprencfe que el secuestro de migrantes es 

realizado mayormente por la delincuencia organizada, que cuenta con redes 
y recursos para la comisión del ilícito. La participación de autoridades 
mexicanas en el secuestro de al menos 91 migrantes revela que existen 
lazos de complicidad entre la delincuencia y algunos agentes del Estado". 

Como lq as~n~ó láComlsi.ÓI'(Nacionatde Jos.Per:eehosHumanos, que el 

secuestro d~ migrat'tt~s· ~s ,; /&aliz~dd; ~ayb;m'kni~ ''Pbr 'la deli~cuehcia 
organizada, que cuenta con redes y recursos para la comisión del ilícito. 
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Asimismo, advirtió la participación de autoridades mexicanas en el secuestro 

de migrantes, por lo que hizo ver la existencia de lazos de complicidad entre 

la delincuencia y algunos agentes del Estado. 

Por su parte, en el Informe Especial de la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos sobre los casos de secuestro en contra de migrantes de 

2011, se precisó lo siguiente: 

"En un periodo ele seis meses, de abril a septiembre de 2010. la Comisión 
Nacional de /os Derechos Humanos documentó un total de 214 eventos de 
secuestro, de los cuales, según el testimonio de las víctimas y testigos de 
11echos, resultaron 11.333 víctimas. Esta cifra refleJa que no han sido 
suficientes los esfuerzos gubernamentales por disminuir los índices del 
secuestro en perjuicio de la población m1grante". 

b. Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares de las Naciones Unidas. · 

Internacionalmente, han trascendido Jos hechos sucedidos en nuestro 

país, en la cual diversos organismos internacionales han mostrado 

preocupación en torno a la situación de los migrantes. 

Al respecto, el Comité de Protección de los Derechos de Todos los 

Trabajadores Migratorios y de sus Familiares de las Naciones Unidas, en su 

14° período de sesiones, del 4 al 8 de abril de 2011, se pronunció sobre este 

tema en específico, señalando Jo siguiente: 

"28. El Comité expresa su profunda preocupación por el alarmante número 
de secuestros y extorsiones de que han sido víctimas los trabajadores 
migratorios indocumentados provenientes ele la Frontera Sur, así como por 
los actos ele tortura y tratos crueles inhumanos y degradantes, las 
desapariciones y muertes de que han sido víctimas, principalmente por 
parte ele grupos delincuencia/es nacionales e internacionales organizados. 
Le preocupa, asimismo, al Comité las alegaciones de que en estas 
violaciones de derechos humanos participan autoridades públicas, o que se 
lleven a cabo mediante la complicidac! o con la aquiescencia y/o connivencia 
de autoridades federales, estatales y municipales. Preocupa además que la 
violencia contra los migrantes se haya extendido más allá de las zonas 
fronterizas y que abarque /as principales rutas de tránsito de la población 
migrante. El Comité toma nota ele las diferentes acciones tomadas por las 
autoridades ante el fenómeno de secuestro de migrantes. Sin embargo, le 
preocupa que prevalezca la impunidad de estos crímenes. en especial de 
los casos paradigmáticos como el secuestro y asesinato de 72 migran/es 
centroamericanos y sudamericanos ocurrido en agosto de 201 o 

en Tamaulipas, y el secuestro de 40 trabajadores migratorios ocurrido 
en el estaefo de Oaxaca en diciembre de 201 O. 

29. El Comité recomienda que el Estado parte incremente sus 
esfuerzos para prevenir los secuestros de trabajadores migratorios 
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indocumentados y las otras violaciones [graves} de derechos humanos y 
abusos que enfrentan; se investiguen seria y diligentemente los actos y se 
sancione a los responsables de estos crímenes, con penas adecuadas a la 
gravedad del delito. El Comité también recomienda que se repare 
adecuadamente a las víctimas y/o sus familiares. En el caso de que 
aparezcan involucrados agentes del Estado en estas acciones, el Comité 
recomienda que, además ele las sanciones penales, se les siga además el 
procedimiento disciplinario correspondiente. El Estado parte debe lomar 
medidas concretas para el esclarecimiento de los casos paradigmáticos 
arriba mencionados, incluyendo aquellos en los que aparezcan inclicíos de 
patticipación de funcionarios públicos". 

FOR!Ji\1\-55 

Como se advierte de lo anterior, el Comité manifestó su profunda 

preocupación por el alarmante número de secuestros y extorsiones de que 

han sido víctimas los ··traba)aoore~ 
provenientes de la Frontera Sur, así 'cdrrí~ 

Asimismo;' 

que en estas 

indocumentados 

y 

y 

municipales. Le prepcupa · lavíolenciacontra los tnigrantes se 

haya extendido riflfs,allá de las :zpn<:~¡;; .. f(onterizas Y que abarque las 

principales rutas de tránsito de ta po~l~c;l6r\•mígrant(:) 
! < 

.Indicó también que preyate¿e,l<l'i'i~gJ.JI).id¡;¡d de 1!lst~§c(;;fmenes, en 
-:'--{':,/k' <, \. _____ ,_">< ·::- <· . .: Ú' -'· <{'··':;:;''<>_ - '.<·,-_-:-.e-:., ., y>' / ---- .. 

es~~¡¡:¡l· de: los c;p.sos para~igmátlco~ corno' el secvestn:¡y asesinato de 72 
' 00 

mig rantés. oentroanierican OS\y)S~d¡:¡rVerfc~l1os .pc~{r:i#d.én agosto de 201 o 

.en Tamaullpas, y el se¿Úéstro:'a~ '40,,ir.á.~it¡ªgáe§ migratorios ocurrido en 

el estado deOaxaca•~n díqiJ~br~'de"i'gtp;'; 

c. Observaciones preliminares de la Relatoría sobre los derechos de los 

migrantes de la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos. 

El .2 . de agosto de .2011 ,, la. Rela:orí<;j sobre Jos Derechos de los 

Trabajadores Migratorios y Miembros. de s'l;ls 'Eahüíias qe la Gomisrón 

lnteramericana de Derechos Humanos (CIDH), indicó lo siguiente sobre el 
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tema de la situación de inseguridad de tos migrantes en México, la cual, por 

su importancia se cita in extenso: 

"Situación de Inseguridad de Jos Migrantes 
La principal preocupación de la Relatoría es la grave situación de 

inseguridad de los mígrantes. SegOn información recibida del Estado, de 
organizaciones de la socierlad civil, y a través de testimonios de migrantes y 
de sus familiares, los migrantes en México son vlctimas de desapariciones 
forzadas, asesinatos, explotación sexual, secuestros y discriminación, entre 
otras violaciones a sus derechos. 

Segrín información de público conocimiento, en Jos últimos meses 
fueron descubiertas fosas clandestinas con numerosos cadáveres que 
confirmaron la existencia de masacres. La Relatoría recibió el testimonio de 
migran/es que fueron secuestrados y lograron escapar, así como de 
personas que buscan a familiares que intentaron emigrar y de los cuales no 
tienen noticias desde hace meses e incluso años. En San Fernando, Estado 
de Tamaulipas, la delegación visitó las estaciones de autobús donde se 
registraron varios episodios de secuestros de personas en marzo de 2011. 
La delegación recibió a cientos de personas que se trasladaron desde El 
Salvador, Honduras y Guatemala en la Caravana Paso a Paso hacia la Paz, 
la cual estaba compl!esta por 500 personas, entre ellas 150 fami!iare:l de 
migrantes desaparecidos y migrantes que fueron secuestrados. Los 
testimonios recibidos revelan la trage,1ia de los migrantes en su tránsito por 
México. 

De especial preocupación fueron los testimonios eJe personas que 
dijeron haber sido detenidas por funcionarios del Instituto Nacional de 
Migración y/o por policías que Jos habrían entregado a bandas criminales. 
Sobre este particular, y considerando la información sobre la existencia de 
numerosos secuestros, la Reiatoría insta DI Estado de México a investigar la 
posible vinculación de agentes 9 

estatales en violaciones a Jos derechos humanos, obligación que se 
deriva tanto de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como 
ele la Convención lnterarnerícana sobre Desaparición Forzada de Personas, 
tratados de Jos cuales el Estado de México es parte. En este sentido, la 
Relatoría considera que la detención de 17 policías municipales de San 
Fernando, Tamaulipas, en el marco de las investigaciones por el hallazgo de 
fosas clandestinas constituye una señal positiva de la voluntad del Estado 
para investigar, procesar y sancionar a Jos responsables de estos delitos. 

La CIOH recibió el testimonio de una mujer que fue secuestrada y 
que, durante su cautiverio, fue testigo de la matanza de decenas de 
personas. Otra mujer relató que durante su secuestro era obligada a golpear 
a otras migran/es con maderos, mientras que otras mujeres eran obligadas 
a golpearla a ella. La delegación· escuchó testimonios de migrantes que 
estuvieron secuestradas junto a varios centenares ele personas; una de 
ellas dijó que estuvo retenida en una casa en un medio rural junto a unas 
200 personas y otra se!laló que había unas 400 personas secuestradas 
junto a ella. La Relatoría escuchó el testimonio de madres que buscan a sus 
hijos desaparecidos, así como de esposas, hermanos y hermanas buscando 
a sus seres queridos. Se recibieron testimonios de violaciones sexuales y 
violaciones sexuales múltiples durante el período del secuestro. Otro 
testimonio describió el caso de un mígrante que fue secuestrado y cuya 
familia se vio ohligacla a vender el terreno en que vivía para poder pagar el 
rescate. Explicaron que tras su liberación, su familia contin(¡a bajo amenaza 
y pagando un monto mensual a Jos secuestradores. La Relatoría escuchó 
testimonios coincidentes en cuanto a la existencia de secuestros extorsivos, 
secuestros con fines de explotación sexual, trata y tráfico de personas. En 
general, las personas que brindaron estos testimonios a la CIDH indicaron 
que no han denunciado estas situaciones a las autoridades por temor a 
sufrir represalias de pa11e de la delincuencia organizada o de agentes 
estatales. Por su parte, los migrantes y familiares de migran/es que 
presentaron denuncias expresaron su escepticismo sobre la posibilidad de 
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que las investigaciones avancen y las personas responsables sean 
juzgadas y sancionadas". 

Corno se advierte de las observaciones de la Comisión lnterarnericana 

eJe Derechos los rnigrantes son víctimas eJe desapariciones forzadas, 

asesinatos, explotación sexual, secuestros y discriminación, entre otras 

violaciones a sus derechos. 

Indicó que según información eJe público conocimiento, en los últimos 

meses fueron descubiertas foS,astcle¡n?estinas con numerosos cadáveres que 

confirmaron la existencia dé rna¿acres. La R.elatoría recibió el testimonio eJe 
' : ' '- ' '-. - ;' ,. ' 

·----/-' \]:: ;> :/ 

migrantes que fueron secuestrados y lograron esca~a.(,, así corno eJe 

personas que buscan a familiareS, q~e, intentaron errfigrar"fd~ los cuales no 

tienen noticias desde hace meses e'inclusó años. 

Asimismo, E'JXpresó su preocu~aclór!0{~~~1()s ,t$stirnor~ios eJe personas 
; ---:' _:;':_;_:--· :,; ,_-·:'>_'<. ·.; __ :--- _'_:---->;qf{~\:~_\:::_,_-:: __ ';_;:\_',< '. ' 

que dijeron haber sido detenidas pq(fuhpionarióS'J':iel lnstitutd Nacional de 

Migración y/6 por policías q~e,' 'lo "' J~~·;&t)t~éga~o, ¿ ba~cJás criminales. 

Sobre esté particular,·~, cdn~i~~r~~.cl<?.la::i~f~rcn'í~PiÓ~ 'spSre la existencia de 
. ·:.,<zt·\---- ··-:;·>:.:) . __ ·;., ":_ --,'':"!l--:_ -~'--.t·: -:: <;, '::j_ ',: '-\' _ _.,, , _ :-:- .:i 

numerosos secuestros, la ~(~i ips\p al ESstil;do'Qé'Mexico a investigar la 

posible vinculáciÓn ~e ~geqte,s·:~~tktJI~~ eo ~iol~dlpnes ~--.tos .derechos 
- _;_ ·------- < sJi>!f;:_;,.: _____ .·:--, \ _::':::>-.:'1<_>, '\--;-;:- ---- >--~<--'>~-,.,:_'<<-~;_--->.,_ \;_l \:· -\~~ , -- ;::_'--::'; 

humanos, oplígación qt¡~ .se'deriva'"ta¡"íJe'oé la,'C:qnvencion Americana sobre 

Derechos Humanos como de· '1~ ; Coñ$~h-ción'' lnteramericana sobre 

De,saparicióf:íi+FiJrzácJa de .Personas,· trát¿aqe¡ de Jos cual~~ el Estado eJe 

MéJ<icQ es parte. 

d. Observacionés prelirniháres''.sobre' la vf~ltÍfoficial a México del 

Relator Especial sóli;e ~jecuci()r!es¡ extrajudiciales, sumarias o 

arbitrarias de las Náclbri~s;Ürtl'dá$. · 

Por su parte el Relator Especial sobre ejecuciones extrajudiciales, 

sumarias o arbitrarias de las Naciones Unidas, en su visita oficial a México 

del 22 de abril al 2 de mayo del 2013, expresó lo siguiente: 

'"3,2.JV(ígrant!ili $&gú(( la, •yqmi$ión N,acion~( .cte ~bere;t;h.olii Hu!'nanps 
(CNDH), 110 inmigrante,~.>fian si~9, ~~~e~¡na~os '~{¡ :i¡¡¡..j)áis 8e¡¡rt~ 2!{09. 
incluyendo la muerte masiva de 72 inmigrantes erí agosto de 2010en San 
Fernando, Tamaulipas. Al parecer, existe un vínculo directo entre /as 
desapariciones y asesinatos de migrantes, el crimen organizado y la 
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complicidad de la policía de investigación y otras autoridades Refugios de 
migran tes han sido objeto de múltiples ataques por parte de la delincuencia 
organizilda y han recibido medidas de prevención insuficientes sin 
responsabilidades para /os perpetradores. Los migrantes tienen miedo de 
llevar los casos ante la policía. Por lo tanto, persiste una impunidad crónica". 

Dicho relator, indicó que aparentemente existía un vínculo directo entre 

las desapariciones y asesinatos de migrantes, el crimen organizado y la 

complicidad de la policía de investigación y otras autoridades. 

Asimismo, precisó que los refugios de migrantes han sido objeto de 

múltiples ataques por parte de la delincuencia organizada y han recibido 

medidas de prevención insuficientes sin responsabilidades para los 

perpetradores. 

Por último, sentenció lo siguiente: "Por lo tanto, persiste una 

impunidad crónica". 

Como se advierte de lo anterior, existe un consenso por parte de los 

organismos nacionales e internacionales sobre las graves violaciones a 

derechos humanos cometidas en contra de los migrantes (desapariciones 

forzadas, tortura, homicidios, etc), así como con la inactividad, aquiescencia 

y tolerancia, e inclusive participación, mostrada elementos de seguridad de 

nuestro país. 

7. Caso en concreto. Violaciones graves de derechos humanos y 

apertura de las averiguaciones previas. 

Ahora bien, en el presente caso este juzgador considera que se violó 

en perjuicio de lafundación quejosa el derecho al acceso a la información, 

por las siguientes razones: 

7.1. EIIFAI sí tiene facultades para pronunciarse prima facie sobre 

violaciones graves de derechos humanos respecto de los hechos 

consignados en averiguaciones previas. 
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Contrario a lo asentado por el IFAI, dicho Instituto sí cuenta con 

facultades para pronunciarse prima facie sobre las violaciones graves de 

derechos humanos únicamente para efectos de asumir y ejercer sus 

propias competencias en materia de acceso a la información de las 

averiguaciones previas. 

En este sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en el Amparo en Revisión 168/2011 expresó lo siguiente: 

"Al respeCto, esta ~al?' Obse}va'que la''Ley, Federal de Transparencia y 
Acceso¡¡ llii Información POblica establece'iiue:las averigl)~ciones prevías 
so/Jre héchos posiblemente constitutivos" drt gr,JJJVes v{olaciq(Je,~ a derechos 
/Juma nos o de/ítos de leli,ahl1rn"nid!'ld carecen .del drácteri,<fe 'información 
reservada. Esto no quié~e ci~Cirqué ell~!ftltuto Federal de Acceso a la 
Información Pútilí~a eu<il~te coh faÍ:tJltades par~~;.Y:ieterminar sí se han 
actualizadó las. hipótesis <i't!scrita$; . nf'!f€jlÍJiénes · serían /os 
responsables; 

crilosric's f:¡ajolos9u~j~~~· ;;t!'e,córlsiclerc¡n ciertos hechos 
definidos por la 

lnt<,rarneríca1·w de 

Com~~~b;~dvierte del~ ant~rÍor;'la Pf1[11era$éla deJ~·~uprerna Corte 

de J.vsticia asentó que la Lei F~dE3ré1 de Tránspa,re~cia y Acceso a la 

lnfo~~'lion Publica estkblebe qué la§ ávl:lrigÚacion~i pr$vias sobre hechos 

posibleméhte constitutilíbs de ·grave~· violabione~·~·.d~rechos humanos o 

delitos de lesa húrnanidad.c~r~~;~ delcaracter eJe información reservada. 

Precisó que esto lló quiere 8ecir; R~;·e·l rrií3tituto Federal de Acceso a la 

Información Pública cuente con facultades para determinar si se han 

actualizado las hipótesis antes descritas, ni quiénes serían los responsables; 

sin embargo, apuntó que e! Instituto Federal de Acceso a la 

Información Pública sí tiene competencia para pronunciarse prima facie 

sobre !ll hecho consistente .eil. si )una/averiguación. previa versa o no · 

sobre violaciones gra~es a d;;réch'os hufna~od; aUnque exi:lusivarné'~te 
para efectos de brindar o no acceso a la información solicitada. 
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Ahora bien, toda vez que el IFAI, contrario a Derecho indicó que carece 

de facultades para pronunciarse sobre las violaciones graves de derechos 

humanos en las averiguaciones previas, este juzgador en atención al artículo 

1 o constitucional, respecto al deber de respetar los derechos humanos 

dentro del ámbito de sus competencias, se pronunciará sobre las violaciones 

graves de derechos humanos tal corno lo reconoció la Primera Sala del Alto 

Tribunal en el Amparo en Revisión 168/2011, en que consideró que la 

calificación de los hechos dentro de alguna de las categorías en 

comento puede realizarse por la autoridad judicial competente. 

7.2. Violaciones graves de derechos humanos de los migrantes 

para efectos del acceso a la información de las averiguaciones previas 

en el caso en concreto. 

Corno se indicó anteriormente, la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública Gubernamental establece que no podrá 

invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la investigación de 

violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa 

humanidad45 

Ahora bien, a la luz del derecho fundamental a la verdad, este 

juzgador encuentra que los migrantes han sido objeto de violaciones 

graves de derechos humanos tal· como lo pusieron de manifiesto la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el Comité de Protección de 

los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares de 

las Naciones Unidas, las Observaciones preliminares de la Relatoría sobre 

los derechos de los migrantes de la Comisión lnteramericana de Derechos 

Humanos, y el Relator Especial sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias 

o arbitrarias de las Naciones Unidas. 

41
; Articulo 14. Tamt.Jién se considerará como información resérvada.: 

( ... ) 
JI l. Las averiguaciones previas; 
( ... ) 
No podn1 invocarse el carácter de resetvado cuando se trate de !a investigación de violaciones graves de 

derechos fum121rnentales o dclltos de lesa humanidad, 
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Al respecto, dichas instancias nacionales e internacionales 

documentaron una serie de actos per se generadores de violaciones graves 

de derechos humanos, tales como las: 

• Desapariciones forzadas. 

• Tortura. 

• Homicidio 

• Violación y abuso sexual. 

• Secuestro. 

En contra de una población ~n específico que es la población migrante. 

En este sentido, se satisface.n Jos rE)quisitossenal~clos por la Corte 

lnteramericana d.e Derechos Hüt)"'EU10E;, ·a?í•.,CQ~~,;1)a Suprema Corte de 

Justicia ~e la Nación par~ grave de derechos 
" humanos: 

(i) 1\/lultipli~iCiad 

·· <)"fltt~o sea~virtJó J~smigranteseQ distintas 
,'' '', '\;: ''¡ ,' ',:_:\_";. .-·_::_, '"-;·i' <';:: ·-:l:,i:l, ;;-·, ::: ;::! 

situaciónés .y sos\ !estados fua!i r sido víctimas de la 
,_._ ,,'": ,' ,,\ '-,'>:,_-<":-.<'-::',\ __ ,.:,,<--:·-' "-;'-;'; __ :;:, ~.'/<-·::) -~ 

delincu~.~~ia organiz~dfl'; :Y ¡:;n este ser¡tido, .se han encontrado 

diverso~ festos de I~S·f\'li~rár¡tes enfosas dar'ldestinas en 
>: -'-\ ' --... _-, ,"' ' 

diversos puntos del paJscqmo en San Fernando, Tamaulipas y 

~11 Cadereyta, Nuevo León. 

• Especial magnitud de las violaciones en relación a la 

naturaleza de lOs hechos afectados~ se han documentado 
. ;, : \ .,. ' ''; 

diversas violacione~ especiálmente graves de derechos 

humanos, tales como . . !'fes!lpariciones forzadas, tortura, 

homicidio, violaciÓny a~uso sexbal, y secuestro en contra de los 

migrantes. 

(ii) Participación importante del Estado: la Comisión Nacional de 

los Derechos Humanos, el Comité de Protección de los Derechos 

de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares de las 

Naciones Unidas; la$0bservacionE;ls preliminares de la Relatoría 

sobre ·· los derechos ~e >los fnigrantes . de la Comisión 

lnteramericana de Derechos Humanos, y el Relator Especial 
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sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias de las 

Naciones Unidas, han expresado la aquiescencia, tolerancia e 

inclusive se ha advertido la participación de agentes estatales en 

dichos acontecimientos. 

Al respecto, debe señalarse que la prohibición de la tortura y de 

cualesquiera penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, así como la 

las desapariciones forzadas de personas, subsiste en todas las 

circunstancias; pertenece, hoy día, al dominio deljus cogens internacional46
. 

Frente al fenómeno creciente de "secuestro" y privación arbitraria de la 

vida de la que son sujetos los migrantes irregulares hay que recordar que la 

Corte lnteramerícana ha considerado que la desaparición forzada implica una 

violación de la libertad personal; empero, también entraña vulneración de la 

integridad; en efecto, el aislamiento prolongado y la incomunicación coactiva 

constituyen un tratamiento cruel e inhumano. La desaparición afecta todas 

las dimensiones ele la integridad. 

Por ende, este juzgador considera prima facie que sí existieron 

violaciones graves a los derechos humanos exclusivamente para 

efectos del acceso a la información sobre las averiguaciones previas en 

relación a los hechos acontecidos en San Fernando, Tamaulipas y en 

Cadereyta, Nuevo León47
. 

Inclusive, si el IFAI tenía dudas al respecto, las autoridades deben 

regirse por los principios de buena fe, de máxima divulgación y como lo 

señala la Corte lnteramericana de Derechos Humanos en el caso Gomes 

Lund vs Brasil respecto a violaciones graves de derechos humanos: "ante la 

duda o el vacío leqa/ debe primar el derecho de acceso a la 

información": 

"230. Asímísmo, para garantízar el ejercicio pleno y efectivo de este derecho 
es necesario que la legislación y la gestión estatales se rijan por los 

45 
"Derechos de los migrantes en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos", escrito por Juliela 

Mora!es4~ánchez editado por la Comisión ~acional de los Dert~chos Humanos, México, 2011. 

Corrobora lo anterior, el libro de "Derechos de Jos migrantes en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos", escrito por ,Juheta Morales Sánchez editado por la Comisión Nacional de los Derechos t·lurnanos47

, que 
indicó que: "Algunos (.ie los "secuestros·· de migrantes podrían encuadrar en esta categoría". 
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bien al no establecer excepciones a la reserva de las averiguaciones 

prevías, como por ejemplo, cuando se investiguen hechos consistentes en 

violaciones graves a derechos humanos, resulta inconstitucional, pues 

impide ponderar y valorar mediante la debida fundamentación y motivación, 

el proporcionarla o no, en tanto que su divulgación ponga en riesgo o pueda 

causar un perjuicio real al objetivo o principio que trata de salvaguardar. 

Apoya la anterior consideración, la tesis 1a. CCXVI/2013 (10a.),de la 

Primera Sala del Alto Tribunal de rubro y texto siguiente: 

"AVERIGUACIÓN PREVIA. LA RESTRICCIÓN A SU ACCESO PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 16, PÁRRAFOS SEGUNDO, TERCERO Y SEXTO, DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, ES 
DESPROPORCIONAL. El precepto cítado establece que. a) al expediente 
de averiguación previa sólo tendrán acceso el inculpado, su defensor. así 
como la víctima u ofendido o su representante legal; b) la documentación y 
los objetos contenidos en ella son estrictamente resetvados; e) para efectos 
de acceso a la información pública gubernamental únicamente deberá 
proporcionarse una versión pública de la resolución ele no e¡ercicio ele la 
acción penal, a condición ele que haya transcurrido un plazo igual al ele la 
prescripción de los cielitos ele que se trate, conforme al Código Penal 
Federal, sin que pueda ser menor de tres ni mayor de doce años, contados 
a partír de que dicha resolución haya quedado firme; y d) el Ministerio 
Público no podrá proporcionar información a quien no esté legitimado, una 
vez que haya ejercido la acción penal. Ahora bien, la restricción de acceso a 
la averiguación previa contenida en el articulo 16, párrafos segundo, tercero 
y sexto, del Código Federal de Procedimientos Penales no resulta 
"proporcional", al no existir una adecuada ponderación entre los principios 
en juego, esto es, entre el derecho de acceso a la información pública y el 
fin y objeto que busca con su restricción, especfficamente el interés pLiblico 
o general inmerso en la función pública de investigación y persecución de 
los delitos, Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la regla de 
máxima pu/)/icidad que rige el derecho de acceso a la información no es 
absoluta, pues existen excepciones tratándose del interés público o general. 
también lo es que éste, como concepto jurfdico indeterminado, sirve para 
valíc!ar la restricción establecida en los preceptos reclamados. Ello, porque 
dicho numeral no establece cuáles son las razones específicas de interés 
pliblico que autorizan a reservar toda la información contemda en las 
averiguaciones previas. Así, al establecer el legislador un supuesto general 
de que toda la información contenida en la averiguación previa debe 
considerarse en reserva, sin decir qué se entiencle por interés público, 
impide que el órgano respectivo pueda discernir su actuar, fundando y 
motivando su determinación para considert;r las condiciones en las que se 
encuentra o no reservada la ínformaóón'48

. 

Este juzgaclor precisa que se realiza el control oficioso del artículo 16 

del Código Federal de Procedimientos Penales, sin que sea necesario 

analizar la procedencia del amparo contra leyes porque la declaratoria de 

~ 11 
ÉpOCfl: Décima ~poca, Registro: 2003923, fnstarrcii':l: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada, Fuente.· 

Semanario Judicial de la Pederación y su Gaceta. Libro XXII, Julio de 2013, Tomo 1. Materia(s): Constitucional, 
Tesis- 1a. CCXVI/2013 (10a.}, Página. 552. 
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principios de buena fe y de máxima divulgación. de modo que toda fa 
información en poder del Estarlo se presuma pública y accesible, sometida a 
un régimen limitado de excepciones. 

Igualmente, toda c/enegatoria de información debe ser motivada y 
fundamentada, correspondiendo al Estado fa carga de fa prueba referente a 
fa imposibílidad de relevar fa información, y ante la duda o el vacío legal 
debe primar el derecho de acceso a la información. 

FOR.k1AA-55 

7.3. lnconstitucionalidad del artículo 16 del Código Federal de 

Procedimientos Penales. 

Como se aqvirtiéide l,,bs ,antet:ede!ltes del acto reclamado, el IFAI 

sustentó su decisión basándosé e~ el á~ícÚio 16 del Código Federal de 

Procedimientos Penales, el cual como s~ réfifió ~llt~fl~~mente, ha sido 
" : '\'J,' 

declarado inconstitucíondl por l.a Prim'ªra Sala ele la Suprema Corte de 

Justicia de la NaciÓnal violar el dereCt\oa la i~fo:ri1ación. 

" , _ _ ·:_ ·:··· j~L- .. t~?i 
Dicho dispositivo legal' estqblece'''"'~be: a) al expediente de 

averiguación previa sólo t~ndr~~ ac; .... ~!Inculpad~, su defensor, así como 
' ' '' ' --- \;; 

la víctima ú ofendido o su represe e legaJ; b) la· documentación y los 

objetos contenidos en ella ~®h. esb·ibtahnentéreservados; e) para efectos de 

acceso a la informacíóM,; 
10~í'ÍbÜc;a/ ;gubern~meh~~~ úhica111ente deberá 

proporcionarse uria+''~r~iÓn publita•d¿. lp' resolución dé. no ejercicio de la 
' ' "'\;: ,, ' '- ,, " ' .,_ ,,,_ " ,, '' 

acción penal, a condic16n de qué hcí:yá•tr~n~QÜrÍ:ido un plazo iguál al de la 

prescripcio': ••• ~~ ICJs pelitQs .. dé .que ~~ ~rate, .. conforflle a(• Código Penal 
<<·>';·,,·./h · o',;_ ' ' '" ' ,' ,, e , 

Federal, sin qUe/pueda ser mé~ofd~atr~slll~ayor de doce.afíos, contados a 

partirigj:' que dicha resolución ~ay¡j1quédado fírme; y d) el Ministerio Público 

no pd~r~'proporcionw ihforma¡;ión a 'quien flCJ est~ legitimado, una vez que 

haya ejercido la acción pehal. 

Ahora bien, el derechO de :¡¡ccesó a la información pública no es 

absoluto y encuentra sus límites en el interés público, la vida privada y la 

información referida a los datos personales; de ahí que el precepto senalado 

vulnera este derecho, toda vez que prevé que toda la información contenida 

en la averiguación previa debe considerarse reservada. 

En este sentido, dicho dispositivo al no contener criterios que permitan 

determinar casuísticamente cuál es la información que debe reservarse o 
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inconstitucionalidad se hace en las consideraciones de esta sentencia e 

impacta exclusivamente a la resolución reclamada. 

En efecto, de conformidad con el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación el control difuso de constitucionalidad/convencionalidad 

sólo trasciende al acto de aplicación, en tanto que la inaplicación de la norma 

cuya in convencionalidad se declara sólo trasciende a una inconstitucionalidad 

indirecta del acto reclamado, por lo que es innecesario llamar a íuicio a las 

autoridades emisoras de la norma cuya inconvencionalidad se demanda, pues 

no habrá una declaratoria ;e ,ín2anstitucionalidad de ésta, sino sólo su 

inaplicación respecto del acto reclamado. 

Apoya la anfehbr 3 (i Oa.) del Pleno de 

materia de entre una 
del JUiCiO de 

"''· ... ··e. JL!Z{Jad<)res rt•aerau?s cuentan con 
f8,fQ$tliZllref conlrÓJ éO!lCeiltrado en términos 

de los artlculo~.A 03, 105 y · ... , .Constitución Poiflica do los Estados 
U m dos MexiCI!)tros. también lo e$ qwii /as(ílilnen parij efectuar el control de 
convencionalidad bon motivo de.Jo PfJ!Vislo en los artículos 1 o. y 133, última 
parte, de la, propia, constituG;é¡n,,a'Slcpmo qQ lo resuelto porja Corte 
Jnter~rrie[icana qe Derecbps H~!fl~'t!?li. ,~n el caso Radilla ~a(Jhr.po vs. 
Estai!f.~~({¡J¡idos Mexicanof. yp,ljrel.frlbp!;!"JI,;fln'Pie!í/9 de la ,!!>!ip(é!Jla Corte 
de. Jus1i<¡ia de Ir! {)lif!~ion en eh$sHptp.vf!jiÍb¡;;912!201;Q, del gue c!f1t¿v6 fa tesis 
P l.XVI!/201.1 (91J}, de i;ubfo: "(;J?N!AQ~. [JE;(JONVENC!ONALrDAD EX 

¡; ,,::OFF/C/0 EN .· UN ,fvf;Obffl./u1, DE! . . CONTR.(;)Lo, DIFUSO DE 
'•¡:io;ON$T/TUC!ONAtJDAP ",LrYt!inteljorsig(lifii§a que.t¡'ni¡ vez que el juzgador 

' 'realice el control de•conv&nsio[lalidad y de~rminfi ~ueynaioórma intema es 
contraria a ,deteflhinado;, derfjJC~lq< liuni~no "contenido · en un tratado 
internacional e,,incluso. a ;la 4nterpretqr;i6p efet:;tuada al respecto por la 
Corte Jnterameric;ap~. d(/•: perer;,OoJ'.Ni;¡t;iJ!!Jfios, 'clebe analizar el acto 
reclamado prescimfiendo,del prec&pto de derecho interno y aplicando el 
instrumento internacioo;afen Jtjl'lt~ria de derechos humanos. En ese sentido, 
es innecesario reflejar la itíétlnvencionalidad de una norma de derec/w 
interno en /os puntos resolutivos de fa sentencia en la que se hace die/lO 
pronunciamiento, pues éste sólo trasciende al acto de aplicación, en tanto 
que el control de convencionalidad no puede llegar más allá de la 
inaplicación de la norma interna en el caso específico; esto es, la 
inaplicación de la norma cuya inconvencionalidad se declara sólo trasciende 
a una inconstituciona/idad indirecta del acto reclamado, por lo que es 
inneces?rio llamar a juicio a)as autoríf~;ades fltrlÍ$Or~$ .de fa norma .cuya 
inconvencionalidaq se .. deníánda, ' pues•,no 1habrá :un~ ;deqfaratqria ,de 
inconstitucionafídad de 'ésla, sino .sólo su inapfiqación réspecto del acto 
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Por este motivo, el Instituto Federal de Acceso a la Información violó el 

derecho a la debida fundamentación y motivación del acto reclamado, al 

basar su decisión en el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos 

Penales el cual viola el derecho al acceso a la información, y por ende, omitió 

fundar y motivar la prevalencia en el caso en concreto de la divulgación de la 

averiguación previa por las violaciones graves a los derechos humanos. 

e.3. Conclusión. 

Este juzgador constitucional considera que cuando existan 

violaciones graves a derechos humanos, éstas afectan a toda la 

colectividad, por lo que debe operar una excepción a la restricción de la 

información de las averiguaciones .previas, puesto que la sociedad está 

interesada en conocer la verdad histórica de los hechos, y exigir la rendición 

de cuentas para que la investigación sea llevada con la debida diligencia a 

fin de sancionar y enjuiciar a las responsables, y de esta manera, evitar la 

impunidad y la repetición de dichos actos en el futuro. 

En efecto, hay casos que por su gravedad afectan a toda la sociedad, y 

en estos casos debe operar una excepción a la restricción de la información 

de las averiguaciones previas porque la misma sociedad, al transparentarse 

la información, se convierte en un órgano de control y de vigilancia 

ciudadana sobre estos hechos que le están afectando a fin de respetar el 

derecho a la verdad de toda la sociedad. 

Dichos casos de violaciones graves de derechos humanos representan 

una afectación a toda la sociedad, por lo que sólo con la máxima publicidad 

se garantiza que los ciudadanos tengan la información sobre lo que de 

manera indirecta les está afectando. 

Al respecto, este juzgador suscribe lo resuelto por la Corte 

lnteramericana de Derechos Humanos en el asunto Gomes Lund: 

4
g Epoca: Décima !~poca, Registro: 2003005, Instancia: PltH10, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, rc)mo 1, Materit~(s): Colilún, Tesis: P. V/2013 
(10ft). Páglna·. 363. · 
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34".En materia de violación a /os derec/ros humanos, la Corte ha 
establecido que toda persona incluyendo los familiares de las víctimas de 
violaciones de derechos humanos, tienen derecho a conocer la verdad. 
En consecuencia, los familiares de las víctimas y de la sociedad deben ser 
informados de todo lo sucedido con relación a dichas violaciones". 

Por ende, se concluye que el Instituto Federal de Acceso a la 

Información y Protección de Datos violó el derecho al acceso a la 

información pública en relación a la fundación quejosa, y por ende, lo 

procedente es conceder el Amparo y Protección de la Justicia Federal a ésta 

a fin de que pueda qbt€)ner ,un"\ versión pública de dichas averiguaciones 

previas. 

Debe precisarse qt,Je a fin de ·proteger 1~ identidad, así como la 

presunción de inocencia d.e Jos im~ufados; y Ja~~·~f.ctimas; así como para 
'' ,-,_,_ ' - ' ':; '.'- __ -_': - -- - :·_: ', ·:·____ - ' 

salvaguardar los datos personall:ls de í<:~s;1j:i}ersohás involucradas se debe 
' : _._,:·: ,::·.-~:;.,:- ·" __ .--)~L..t-->·!~n.:. ,-_\_:: -"' 

entregar una V(trsión pú~l.if?~l:{eés~, dee~rr¡f~rmipfi!d con el artículo 43 de 

la Ley Federal de Tri1nsp~fetiCia''i¡~,.Abt~$~. 'a r~ lnformabión Pública 
·, ':;- ·J;!;\;y{~:3;~i~f:b, ::- :;- ·_-: .,, 

Gubernamental: 
' 1 -

"Artículo .43 .O) Las 7A ¡J/;;t,,att~J~~Jc~J:<J((Ír$gar doclimr;rtos · 
qu~ . Cantf'lnfJE!O jnforma. d'i:j,.¡:qmo rosai"(Ílda O con&df:lncial, 
siempre Y CÍijljl~d' loi; · doii~irii¡'¡ en ~CJ.e cqnste la mformact6n '@em11tan 
eltmmar las . pan,.,~ • o seccton .. · ..•..... · .. it¡pt;iJ~s En tales casas, deberán 
setlaiarse ías pattes o seccionl'1sqlir;,;filerO,Íujlüninéi9~s". 

' . ; ' ------- ·:- ' : .; 

Al reJtii!~á~·tundado el concepto dé violación, se considera innecesario 
',- : ' 

el análisis de los demás planteamientos de inconstitucionalidad porque la 

quej()~~~ría obtenido el mayor benetici() posible a eso~ efectos 

Sirve de apoyo a lo anterior)a si.guient~.jurisprudencia: 

"CONCEPTOS DE\tfÓ~~CróN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.­
Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de 
amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al 
peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, 
resulta innecesario el estudio de /os demás motivos de queja .• ~o 

DÉCIMO PRIMERO. Efectos de la concesión d¡¡J amparo. Con 

fundamento en el a'~ículo 1" :q~Ja Qonstituci§n .t'~cJ$rai~1 • asj qornp con el 

,,o Registro No. 917641, Localización: Séptima Época, Instancia: Tercera Sala, Fuente: Apéndite 2000, 
Tomo VI, Común, ,Jurisprudencia SCJN, Página: 85, Tesis: 10'7, ,Jurisprudencia, Materia{s): Común. 

" 

55 



Juicio de amparo 1371/2013. 

Capítulo VI (derecho a la reparación integral) de la Ley General de Víctimas52 

y los "Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 

violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 

y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 

recursos y obtener reparaciones" de las Naciones Unidas53
, se concede el 

amparo para los siguientes efectos: 

a. Al establecerse prima facie. que existieron violaciones graves de 

derechos 1·1umanos para efectos del acceso a la información p(Jblica 

de la averiguación en contra de la población migrante, ese simple 

reconocimiento es en sí misma una forma de reparación de acuerdo a 

la jurisprudencia de la Corte lnteramericana de Derechos Humanos. 

b. El Instituto Federal ele Derecho a la Información y Protección ele Datos 

deje sin efectos la resolución ele 1 de octubre de 2013 y en su lugar 

"Art. 1o.M (..,) En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 
lo."> derechos h(Jmanos, en los tétminos que establezca lá ley''. 

52 Artículo 30. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, 
transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia de! hecho punible que las ha 
afectado o de las violaciones dé derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de restitución, 
rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición. 

Artículo 31. Para !os efectos de !a presente Ley se entenderá que: 

l. La restitución busca devolver a la víctima a la situación anterior a !a comisión del hecho punible o a la 
violación do sus derechos humanos: 

!l. La rehabilitación busca facilitar a la víctima hacer frente a los efectos sufrídos por cdusa ele! hecho 
punible o de las vioiacion&s de derechos humanos: 

!!1. La compensación t1a de otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a la wavedad del 
hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y teniendo en cuenta las Circunstancias de 
cada caso. Ésta se otorgará por todos los perjuic!os, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean 
consecuencia del hecho punible o de la violación de derechos humanos; 

IV. La satisfacción busca reconocer y restablecer la dignidad de las víctimas; 

V. Las medidas de no repetición buscan que el hecho punible o !a violación de derechos sufrida por la 
víctima no vuelva a ocurrir; " 

V!. Pafa los efectos de la presente Ley, la reparación colectiva se entenderá como un derecho dél que son 
titulares los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hayan sido afectadas por la violación de los 
derechos individuales de los miembros de los colectivos, o cuando el daño comporte un impacto co!éctivo. La 
restitución dé los derechos afectados estará orientada a la reconstrucción del tejido social y cultural colectivo que 
reconozca la afectación en la capacidad institucional de garantizar el goce, la protección y la promoción de !os 
derechos ün las comunidades, grupos y pueblos afectados. 

Las medidas cole-ctivas que deberán imp!emonltHSA tenderán al reconot.Jmlento y dignificación de los 
sujetos colectivos vlctlmizEtCios; !a reconstrucción del proyecto de vida colectivo, y el tejido social y cultural; la 
recuperación psicosoclal de las pobt.aciones y grupos atecfados y la promoción de la reconci!iación y la cultura de la 
protección y promoción de los derechos hun1anos en las comunidades y colectivos afectados_ 

Las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacdón y rned\das de no repetición 
contempladas en f.'!Sta Ley proceden, segtJn sea el caso, tanto para las víctimas que individualmente han sufrido la 
lesión de sus bienes jurídicos o de sus derechos humanos como para !as víctimas que han sufrido colectivamente 
esas lesiones . 

• 
53 

60/147 F\eso!ución aprolJadR por la Asambiea'General el 16 de diciembre de 2005. 
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dicte otra, en la que reitere las consideraciones que no fueron materia 

de este juicio de amparo, y ordene a la PGR entregar una versión 

pública de las averiguaciones previas solicitadas por la fundación 

quejosa el 1 de abril de 2013, en el entendido que dicha versión 

pública que se entregue deberá garantizar en Iorma adecuada el 

derecho a la información pLJblica. 

c. El Instituto Federal de Derecho a la Información y Protección de Datos 

se abstenga de utili.zar como fundamento el artículo 16 del Código 

Federal de Procedimiento§ . Pe.nales ni cualquier otra norma 

secundaria de contenido análogo para negat,' ¡;;¡ acceso a la 

ínformac'lón de averigl1acionesprevias sobre hec116s'q~e versen sobre 

violaciones graves de derebhds Múrnanós54 

,¡":3/; 

Apoya la· anterior co~slderé\ci<)rl; Ja..te~i§'~a: QXXXVIII/2009 de la 

Segunda Sala deJa Supr~nl~C6rte·; ,;IL¡sti~;;dé·;lta'NaGíón: 
'.·, 

. 'AMPARO cÓ/.;r'k . ~E'ti,S;> EXTE~~;¿~ ,d:e''t:Ai PROTECCIÓN 
r:;_ON$T!TUCIQNALC . .Po eJE 'QTORc;i;A'E!'!t! f//:I.:.AFfON CON EL 
~UPUESTO N{l)RMjf.T} f:?oPiJCIDO EN, PRECEPTOS LEqALES 
DISTINTOS DEtfRECL · t;>q, .cuando el Jue'z consTitucional otorgue la 
prÓteccir)na l!~;determmadq ~uroL1esto no(mativo ubicad.o en un n11rnéra1 de 
la {egislación rffí5tltfOve!tié/a, el éf@cto de tac:pncf!sión conlleva la waplicación 
y/0 ~esincorporacl[!jn de dicho SJ..!pÚeSto cj!¡/a e¡¡;fera jurldica del impetran te 
de .. amP,EHO, en donde quiera. t¡ae -con idéntico sentido de aff}dación- se 
prevea G!srntro di'!l sistem.ii} nofTI)fllivo:l#t¡\que se ubique la parte quejosa, lo 
que <:ff!Jp!lea !ógicamehte quf} ¡a protección del i;Jmparo abarca timto al 
supue.i;to conteiúdo en el precepto legal reclamado, co~o a la réplica de 
dicho elemento normativa er otros nutneralf!$ dentro del ordenamiento legal 

;.f:r~spectlvo, siehdolrre/evante á1.1e, sólo se haya r~clarnado uno de los 
· ·,.3iffrtículos en donde el sírpú¡;¡s{ó se d[;ntiene:púes /~<;. ¡¡ente~das de amparo 

· tíeiJen por o_t;¡jel? n?tmasjuridir;:asy'no}e¡ t(i!?ra qome~pial<tra utilizada por el 
legls.lador para dividir /8 regulaoi(Jh' legf)[ en L!nir determinada materia, 
máxime que un:a ir1terpret~Ci6n cóntr¡¡r¡a X,flS([i:lil,,~el deber de reparación 
adecuada, preVisto 5!,0~1 ~rtfr;U/o Sq'tle'/IJ.pef de Amparo, podría poner en 
riesgo el <der¡,pho a ,la tilt~J,La ]l1dicíaf·,11fec(iva y a una administración de 
justicia pronta, completa e i~parcíal, reconocidos en el artículo 17 de la 
Constitución Política de /os Estados Unídc¿s 1)4exir;ilnO$'F5

• 

51 Al respecto: nisulta ap!léab!e por ana!o~ia el siQttiente 
,Justicia de,Ja Nación, sobr,e l;;uépli.ca Q.~,n9rrnas viciadcts; 
Segunda Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: 'Semanario 
dH_- 2001:, ,,;:M~teria~):-- Cons,ti,tuciqna!, Te.Si$: -.2a, xx1x1?nm 

~~~~%¡T~t'i~C16~I~~gr\~~ 1N T~)~~~5tg~~8 AO/l~l"ilJV,?flj¡\fL;L_:i\FÉ{jTPtD.~,S """""'TAHc"·rc 
SENTIDO, ALCANCE O APLICACIÓN CON TALDECLÁRA 

su 

ss Época: Novena Época, Registro: 165617, !nst<:~.ncia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Ais!ada, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materla(s): Cornún, Tesis: 2a. 
CXXXVIII/2009, Pág1na: 321. 
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Por lo expuesto y fundado, se: 

RE S U EL V E: 

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a Fundación para 

la Justicia y el Estado Democrático de Derecho, A.C., en contra de la 

resolución de 1 de octubre de 2013 el que confirmó la clasificación de 

reserva de información que solicitó a la Procuraduría General de la 

República consistente en diversas averiguaciones previas atribuida al 

Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, por los 

motivos y para los efectos detallados en el penúltimo y último considerando 

de esta ejecutoria. 

Notifiquese personalmente. 

,, Realícense las anotaciones en el Sistema Integral de Seguimiento de 

Expedientes (SISE). 

Así lo resuelve y firma Fernando Silva García, Juez Octavo de 

Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, hoy once de abríl de 

dos mil catorce, por así permi · o la bares de ante José 

Sebastián Gómez Sámano, Se 

Razón. Esta foja es la última de la sen ncia dictada en esta fecha dentro del juicio de am~a¡o 

1371/2013, del índice del Juzgado Octavo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Fef~V 
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